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I N T R o D u e e I o N 



I N T R o o u e e I o N 

EL trabajo que se presenta no tiene pretensión de ser 

un monumento juridico, pero si tiene el empeño de aportar dentro 

de mis posibilidades las opiniones que en un momento dado 

pudieran servir para esclarecer y orientar los aspectos que 

pudieran derivarse de las normas legales que se estudian. 

Ante la expectativa de una reforma integral a la Ley 

Federal del Trabajo, anunciadu por el Presidente <le lu República 

de la Ceremonia de torna de posesión, el primero de Diciembre tle 

1988, surge la curiosidad y a la vez la inquietud de hacer un 

estudio de una figura juridica en la que existen efectos de 

reglamentación en la Legislación Laboral en vigor. 

Es por ello, que en el presente trabiljo, decidi 

enfocarme y encausarme a la figura, que desde un punto de vist~ 

personal es el centro al cuál se rcf ieren los mayores efectos 

Juridicos de una persona, sea física o moral. Es decir, me estoy 

refiriendo al Domicilio como atributo constante y necesario de 

toda persona. 

El titulo denominado 11 El trabajador debe señalar su 

Domicilio Convencional y Particular para recibir notificacianes 11 

atiende principalmente a la necesidad de actualizar en lo 



adjetivo y por ende adicionar la Ley Federal del Trabajo en 

vigor. 

Ante la problemática que reviste la figura Juridica del 

Domicilio, ya que las diversas ramas del Derecho Positivo la 

regulan atendiendo a su naturaleza juridica y en función de las 

consecuencias legales de su reglamentación, lu Legislación 

Laboral en vigor no es compatible con la legislación común; 

situación que es abordada en el presente trabajo en su 

capitulado. 

El Capitulo primero hilce alusión a la historia y 

evolución de las diversas Legislaciones Laborales que han 

existi.do en México. 

El Capítulo segundo, se refiere a lus diversas 

autoridades Jurisdiccionales del trabajo, su Clasificación y 

funciones especificas relacionadas a la solución de conflictos 

obrero-patronales. 

El Capítulo tercero, establece lus bases de competencia 

laboral y la figura tan discutible de la Representación en el 

ámbito Laboral. 

El Capitulo cuarto, comenta las caracteristicas y 

principios del Derecho Laboral, situación que es necesaria 

conocer para poder entender el sentido tutelar del derecho del 



trabajo. 

El Capitulo quinto, aborda los diversos medios de 

comunicación procesal, las notificaciones y la problemática del 

domicilio del trabajador para recibir notificaciones. 

En las conclusiones, se trata de justificar el problema 

y se pretende dar solución al mismo, opinando y sugiriendo las 

adiciones respectivas. 

MANUEL ARMANDO SANCHEZ DE LEON. 



CAPITULO 



CAPITULO I 

1.1.- NATURALEZA Y FINES DEL ARTICULO 123 CONSTITUCIONAL. 

La naturaleza del derecho mexicano del trabajo fluye 

del articulo 123 Constitucional en sus propias normas 

dignificadoras de la persona humana del trabajador, en las que 

resalta el sentido proteccionista y rcivindicador de las mismas 

en favor de la clase proletaria. 

Nuestra derecho del trabajo, como rama jurídica en la 

Constitución, elevó idearios económicos a la más alta jerarquia 

de ley fundamental, para acabar con el oprobioso sistema de 

explotación del trabajo humano y alcanzar en su dinámica la 

socialización del capital. Por ello, su carácter social evidente, 

tan profundamente social que ha originado una nueva disciplina 

que la luz de un realismo dialéctico no pertenece ni al derecho 

público ni al privado, que fue la división dogmática entre 

nosotros antes de la constitución de 1917: el nuevo derecho 

social, incluyendo en éste las normas de derecho del trabajo y de 

la previsión social, de derecho agrario y de derecho económico, 

con sus correspondientes reglas procesales. Sin embargo, nuestra 

jurisprudencia, equivocadamente, en alguna ocasión le llamo al 

articulo 123 estatuto especial de derecho público. Pese al 

criterio del más alto tribunal de justicia, el articulo 123 que 
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integra al capitulo de la Constitución, titulado "Del trabajo y 

de la Previsión social 11 , no es estatuto de derecho público ni 

privado, sino de derecho social, porque las relaciones que de él 

provienen no son de subordinación que caracterizan al derecho 

público ni de coordinación de intereses entre iguales que 

identifican al derecho pr.ivado. 

La verdadera naturaleza del derecho del trabajo no 

radica en su ubicación dentro de las tres grandes ramas jurídicas 

de nuestro tiempo, sino en las causas que originaron su 

nacimiento: la explotación inicua del trabajador y en su objetivo 

fundamental: reivindicar a la entidad humana desposeída que 5ólo 

cuenta con su fuerza de trabajo, mejorar las condiciones 

económicas de los trabajadores y transformar la sociedad burguesa 

por un nuevo régimen social de derecho; constituyendo el primer 

intento para la supresión de las clases y dar paso al surgimiento 

esplendoroso de la república de trabajadores. 

El derecho mexicano del trabajo es norma exclusiva para 

el trabajador: su instrumento de lucha para su reivindicación 

económica. Es grandioso en su contenido, pues rige a todas las 

prestaciones de servicios y por ello no es expansivo ni 

inconcluso, es el único completo en el mundo: total. 

El derecho del trabajo y en su norma procesal son 

instrumentos de lucha de la clase trabajadora y de sus 

asociaciones profesionales o sindicatos, para la defensa de sus 
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intereses y el mejoramiento de sus condiciones económicas y para 

la reivindicación de sus derechos, que necesariamente lleva a la 

transformación del régimen capitalista en forma mediata. También 

por su naturaleza de derecho de clase de los trabajadores, 

excluye radicalmente de su protección y tutela a la otra clase 

social contra lu cual luchun, o sean los poseedores o 

propietarios de los bienes de la producción; consiguientemente, 

los empresarios y patrones no son personas en concepto de Marx, 

sino personificación de categorías económicas, sin hacer al 

individuo responsable de la existencia de la relación de que él 

es socialmente criatura, aunque subjetivamente se considere muy 

por encima de ellos. 

El concepto de clase obrera u la luz de la Teoria 

integral comprende no solo a los obreros industriales, asl como 

a los demás sujetos que se especifican en el preámbulo del 

articulo 12J, sino a todos los prestadores de servicios en 

cualquier actividad laboral, abogados, médicos, ingenieros, 

técnicos, artistas, cuyas relaciones están amparadas por el 

mencionado precepto constitucional, pero no es regulador de estas 

relaciones sino derecho de los trabajadores. 

En general todas las disposiciones sociales del 

élrticulo 123 constitucional son proteccionistas de los 

trabajadores y de la clase obrera. La aplicación d las mismas 

tiene por objeto el mejoramiento de sus condiciones económicas y 

por consiguiente alcanzar cierto bienestar social, en función 
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ni veladora. 

El articulo 123 nació como norma proteccionista tanto 

del trabajo económico, cuanto del trabajo en general, aplicable, 

por supuesto, a toda persona humana que presta a otra un servicio 

personal, cualquiera que sea el servicio. No ocurrió con nuestro 

precepto laboral como en otri'lS pníscs, en que el derecho del 

trabajo originariamente era la ley tuitiva del obrero industrial 

para extenderse después a otros trabajadores. Por esto se habla 

del tránsito del derecho industrial al derecho del trabajo y de 

éste al derecho de la actividad profesional, así como también de 

su universalización y de su absorción por el derecho de seguridad 

social. El derecho mexicano del trabajo, en su contenido, no sólo 

es un estatuto fundamental de lucha contra el capitalismo, sino 

contra el imperialismo y colonialismo interno y regional. 

Los derechos minimos del articulo 123 se pueden ejercer 

indistintamente tanto por los trabajadores como por la clase 

proletaria, en su doble finalidad para los que fueron concebidos 

en normas de la más alta jerarquia, pero especialmente corno 

derecho a la revolución proletaria para socializar el Capital, 

por lo que a partir de la Constitución mexicana de 1917 este 

derecho pudo haberse ejercitado, pero pacif icamente, en huelgas 

generales y parciales, sin embargo, el derecho revolucionario 

está en pie. 

En consecuencia, dos son los fines del articulo 123: 



uno, la protección y tutela jurídica y económica de los 

trabajadores industriales o de los prestadores de servicios en 

general a través de la legislación, de la administración y de la 

jurisdicción; y otro, la reivindicación de los derechos de la 

clase trabajadora por medio de la evolución o de la revolución 

proletaria. 

La primera finalidad del articulo 123 se expresa en su 

mensaje y en sus propios textos: proteger a los trabajadores en 

general y al trabajo como factor de la producción en lo personal, 

tutela la salud de los trabajadores, así como la satisfacción de 

sus necesidades de toda lndole, especialmente considerado como 

jefe de familia, a efecto de hacer efectiva su dignidad de 

persona humana y en lo colectiva les otorga los derechos de 

asociación profesional y de huelga, incluyendo el de participar 

en las utilidades para la defensa de sus intereses comunes y para 

conseguir por si mismos el equilibrio en la producción económica, 

tomando en cuenta que nuestro derecho constitucional del trabajo 

es la gema de los derechos laborales y sin que la protección y 

tutela exclusiva de los trabajadores implique injusticia, con 

reducción del horizonte del derecho lahoral. 

La segunda finalidad del articulo 123 es más 

trascendental, pues no se conforma con la protección y tutela de 

los trabajadores, sino que se encamina con los propios derechos 

que integran dicho precepto a conseguir la reivindicación de la 

clase trabajadora en el campo de la producción económica, a 
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efecto de que recuperen la plusvalía con los mismos bienes de la 

producción que fueron originados por la explotación del trabajo 

humano. 

Tal es la función revolucionadora del derecho mexicano 

del trabajo, en cuanto protege a los débiles elevándolos a 

cierto nivel que los iguale con los fuertes, pero también tiene 

un fin mediato: la socialización del Capital, mediante el 

ejercicio legitimo del derecho a la revolución proletaria que el 

mismo consigna, para suprimir el régimen de explotación del 

hombre por el hombre. Es de esta manera como en el articulo 123 

de la Constitución político-social contempla las leyes laborales 

en sus inicios. 

1.2.- LEGISLACIONES LOCALES DEL TRABAJO DE 1917 A 1928. 

En cumplimiento del originario articulo 123 

Constitucional, en todos los Estados de la República se 

expidieron leyes del trabajo con el objeto de proteger y tutelar 

la clase trabajadora, reglamentando en su beneficio las 

diversas especialidades de trabajo: de los obreros, agricolas, 

mineros, domésticos, de empleados públicos y privados, el 

contrato de trabajo individual y colectivo, de los menores la 

jornada y descansos legales, Juntas de Conciliación y Arbitraje, 

etc. Estas leyes son las siguientes: 
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l.- Ley del trabajo para el Estado de Aguascalientes 

de 6 de marzo de 1928. 

2.- Ley del trabajo del Estado de campeche del 29 de 

noviembre de 1924. 

3. - Ley reglamentarla del articulo 123 de la 

Constitución General del Estado de coahuila de 22 

de julio de 1920. 

4. - Ley del trabajo del Estado de Colima de 21 de 

noviembre de 1925. 

s.- Ley reglamentaria del articulo 123 del Estado de 

Chiapas de 5 de mñrzo de 1927. 

6.- Ley del trabajo del Estado de Chihuahua de 5 de 

julio de 1922. 

7.- Ley reglamentaria del trabajo del Estado de 

Durango de 10 de julio de 1922. 

a.- Ley de las Juntas de conciliación y arbitraje del 

Estado de Guanajuato de 6 de abril de 1921. 

9.- Reglamento de las Juntas municipales de 

conciliación y arbitraje del Estado de Ourango de 

10 de julio de 1924. 

10.- Ley del trabajo Agricola del Estado de Guanajuato 

de 13 de marzo de 1923. 

11. - Ley del trabajo Minero del Estado de Guanajuato de 

lo. de septiembre de 1924. 

12. - Ley del trabajo del Estado de Jalisco de 3 de 

agosto de 192 3 . 

lJ. - Ley del trabajo del Estado de Michoaciln del lo. de 
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septiembre de 1921. 

14 .- Ley del trabajo del Estado de Nayarit de 25 de 

octubre de 1918. 

15. - Ley del trabajo del Estado de oaxaca del 21 de 

marzo de 1926. 

16.- Ley del trabajo del Estado de Guerrero de 18 de 

diciembre de 1922. 

17.- Ley del trabajo del Estado de Tabasco de 1926. 

18.- Ley del trabajo del Estado de Tamaulipas del 12 

de junio de 1925. 

19.- Ley del trabajo del Estado de Veracruz de 14 de 

enero de 1918. 

1.3.- FEDERALIZACION DE LAS LEYES DEL TRABAJO. 

La reforma a la fracción X del articulo 73 y al 

preámbulo y fracción XXIX del articulo 123 de la Constitución 

faculta al Congreso de la Unión para expedir las leyes 

reglamentarias del trabajo, en los términos que siguen: 

"Art. 73. El congreso tiene facultad: 

11 X. Para legislar en toda la República sobre minería, 

comercio e instituciones de crédito; para establecer el banco de 

emisión única, en los términos del artículo 28 de esta 

constitución, y para expedir las leyes del trabajo reglamentarias 
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del articulo 123 de la propia constitución. La aplicación de las 

leyes del trabajo corresponde a las autoridades de los Estados en 

sus respectivas jurisdicciones, excepto cuando se trate de 

asuntos relativos a ferrocarriles y demás empresas de transporte, 

amparadas por concesión federal, minería e hidrocarburos, y por 

último, los trabajos ejecutados en el mar y en las zonas 

marítimas en la forma y términos que fijen las disposiciones 

reglarnenturias 11 • 

''Art. 123. El congreso de la Unión, sin contravenir a las 

bases siguientes, deberá expedir las leyes del trabíljo, las 

cuales regirán entre los obreros, jornaleros, empleados, 

domésticos y artesanos, y de una manera general sobre todo 

contrato de trabajo. 

11 XXIX. - Se considera de utilidad pública la expedición de la 

ley del Seguro Social y ello comprenderá de invalidez, de vida, 

de cesión involuntaria, de enfermedades y accidentes y otras de 

fines análogos 11 
( 1). 

En virtud de la facultad que se le otorga al Congreso 

de la Unión para expedir las leyes del trabajo reglamentarias del 

articulo 123 de la Constitución, por la fracción X del articulo 

73 del propio Código Supremo, se modificó el preámbulo del 

articulo 123 en los términos que anteceden, de manera que a 

( 1) Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Editorial Trillas, México, D.F. 1990. 
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partir de la mencionada reforma constitucional de 1929 se originó 

la federalización de la legislación del trabajo en nuestro pais. 

Como se desprende del propio texto constitucional, se 

declara expresamente que la aplicación de las leyes del trabajo 

corresponde a las autoridades de los Estados en sus respectivas 

jurisdicciones; pero se oxcluyc de la competencia de éstas los 

asuntos relativos a ferrocarriles, empresas de transporte 

amparadas por concesión federal, minería e hidrocarburos, 

trabajos ejecutados en el mar y en las zonas marítimas, cuya 

competencia corresponde a las autoridades federales del trabajo. 

l. 4. - LA LEY DEL 18 DE AGOSTO DE 1931. 

A la Ley de 1931 deben asociarse nombres importantes. 

Fue el presidente Pascual Ortiz Rubio quien promulgó, pero a 

Aarón Sáenz, entonces Secretario de Industria, Comercio y Trabajo 

corresponde el mérito de haber sabido llevar a buen puerto una 

nave que encontró aguas dificiles, 

En la parte orgánica la ley de 1931 adoptó las 

disposiciones del anteproyecto Portes Gil si bien excluyó la 

figura del Consejo Nacional del Trabajo. La elección de loE'> 

representantes del capital y del trabajo quedaba a cargo de 

convenciones (ar.t. 376) reunidas el dia primero de diciembre de 
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los años pares (art. 380), designándose representantes obreros y 

patronales titulares y suplentes, por cada grupo especial de las 

juntas (art. 386). La propia ley declinaba en reglamentos a 

expedir por los plenos, la determinación especifica de sus 

atribuciones y funcionamiento. 

El titulo Noveno de la ley (art. 440 al 648, inclusive) 

señaló el procedimiento ante las juntas, y a ese efecto se 

dividió en los siguientes capítulos. 

Capitulo I. "Disposiciones generales" (arts. 440-485) 

II. "De las recusaci.ones (arts. 486-499) 

III. "De la conciliación ante las juntas municipales 

y federales de Conciliación (arts. 500-510) 

IV. 11 De los procedimientos ante las juntas 

centrales y federales de conciliación y 

arbitraje" (arts. 511-559). 

V. 11 De las providencias precautorias 11 

(art. 560-565) 

VI. "De las terceríasº (arts. 566-569) 

VII. "De los conflictos de orden económico" 

(arts. 570-583) 

VIII. "De la ejecución de los Laudos" (arts. 584-648) 

Las reglas del procedimiento ante las juntas centrales 

y la federal de conciliación y arbitraje contemplaban en la Ley 

de 1931, la celebración de una primera audiencia de conciliación, 
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demandas y excepciones. La comparecencia del demandado le 

obligaba a contestar en el mismo acto (arts. 512, 513 Y 514), 

pero en el caso de no compareciera, habia que señalar una segunda 

audiencia de demanda y excepciones con el apercibimiento al 

demandado de tener por contestada la demanda en sentido 

afirmativo, salvo pruebas en contrario, de no presentarse tampoco 

en la segunda ocasión. (art. 515). 

No estando las partes conformes con los hechos o 

estándola, se hubieren nlegado otros en contrario, la junta debia 

recibir en negocio a prueba. Lo mismo hacia si las partes lo 

ped1an y en el caso de haberse tenido por contestada la demanda 

en sentido afirmativo. A tal efecto se señalaba una audiencia de 

ofrecimiento y admisión de pruebas. (art. 522). En el articulo 

524 se preveía la recepción inmediata de las pruebas, pero en 

rigor la práctica obligó a celebrar una o varias audiencias 

complementarias de desahogo de pruebas e, inclusive, a desahogar 

diligencias fuera de su propio local. 

En el art. 531 se otorgaba a las partes un término 

común de cuarenta y ocho horas para alegar por escrito. De 

inmediato se concedía a los representantes del capital y trabajo 

24 horas para que, en su caso, solicitaran mayor instrucción para 

mejor proveer, pidiéndose ordenar con un motivo la práctica de 

nuevas diligencias. (art. 532). 

concluida la tramitación, se formulaba por el auxiliar 
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del presidente de cada grupo especial un dictamen, que proponia 

la solución al conflicto (art. 535) mismo que se sometía a 

discusión, pudiendo los representantes formular votos 

particulares (arts. 538-540). Con el acta correspondiente se 

pasaban a los autos al secretario para engrose del laudo. (art. 

541), firma por los representantes (art. 549) y notificación a 

las partes. 

La etapa final quedaba a cargo de los presidentes de 

las juntas , a quienes se imponla conforme a la vieja formula la 

"obligación de proveer a la eficaz e inmediata ejecución de los 

laudos ... " (art. 584), otorgándoles la ley facultades de 

secuestro, de utilización de avalúas fiscales (art. 625) y de 

remate (art. 627). En todo caso los actos del ejecutor podian 

someterse a revisión por la junta (art. 647). 

En los articules 601 y 602 se establecieron las reglas 

para determinar la responsabilidad del conflicto en caso de que 

el patrón se negaré a someterse al arbitraje a aceptar al laudo 

pronunciado por la junta. Una jurisprudencia conservadora 

extendió esa posibilidad a todo tipo de conflictos dejando sin 

valor alguno el principio de estabilidad absoluta consagrado en 

la fracción XXII del art. 123 Constitucional. 

La ley Federal del Trabajo de 18 de Agosto de 1931 

rigió por 40 años la vida económica y social de México. 
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1.5.- LA LEY DEL lo. DE MAYO DE 1970. 

La promulgación de la nueva ley la hizo el Presidente 

D1az Ordaz el 2 de diciembre de 1969. Entró en vigor, despertando 

todo tipo de inquietudes, el lo. de mayo de 1970. 

Tanto en relación a las autoridades de trabajo como a 

las reglas procesales se introdujeron algunas reformas 

significativas. Las primeras para recoger las innovaciones que a 

lo largo de la vigencia de la ley anterior se habian producido. 

Con las segundas se intentó superar ciertos vicios que la 

práctica de la ley habia generado y aligerar los procedimientos, 

salvando lagunas evidentes y creando nuevas vías procesales que 

la experiencia demostraba eran necesarias. 

En el aspecto orgánico se atribuyó a las JC la facultad 

necesaria para arbitrar conflictos de menor cuantia, esto es, con 

valores en juego cuyo monto no excediera de tres meses de 

salario. Además quedó establecida la posibilidad de que a juicio 

de la STPS se integraran juntas especiales de la federal de 

conciliación y arbitraje en los diversos Estados de la república. 

Con el mismo espiritu, los Gobernadores de los Estados y de los 

Territorios y el Jefe del Departamento del Distrito Federal 

podrian hacer otro tanto, fijando el lugar de residencia y la 

competencia territorial de nuevas JCA. 

Las normas procesales generales ratificaron la oralidad 
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predominante, no exclusiva, de los juicios laborales. Hicieron 

más fáciles las notificaciones; aligeraron los trámites de los 

incidentes; aumentaron el plazo de caducidad de tres a seis meses 

para evitar perjuicios a los trabajadores. Se suprimió el trámite 

de las incompetencias por inhibitorias, que propiciaba dilaciones 

excesivas y se mejoraron las reglas relacionadas con las 

recusaciones y excusas. El procedimiento ordinario intentó 

cumplir con el propósito y principio procesal de la concentración 

al establecer una audiencia única de conciliación y de demanda y 

excepciones. Se introdujeron mejoras en orden a propiciar el 

impulso procesal en base al otorgamiento de facultades a los 

representantes para llegar al conocimiento real de los hechos a 

través de las diligencias para mejor proveer. En el capitulo de 

pruebas se incluyó la inspección omitida en la ley anterior y se 

facilitó el desahogo de la pericial. 

Una novedad interesante derivó de la inclusión de un 

procedimiento especial para ventilar asuntos urgentes, cuya 

caracteristica fundamental es la celebración de una sola 

audiencia de conciliación, demanda y excepciones, ofrecimiento, 

admisión y desahogo de pruebas, alegatos y laudo. En materia de 

recursos se mantuvo el principio de que las resoluciones no son 

revocables cuando se trata de actos de ejecución. 
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1.6.- LA REFORMA PROCESAL DE MAYO DE 1980. 

El 18 de diciembre de 1979, el presidente José López 

Portillo presentó a la consideración de la Cámara de Diputados 

del congreso de la Unión una iniciativa para la modificación de 

los Titules Catorce, Quince y Dieciséis de la LFT, que implicaba 

además la reubicación y reforma de los articules de la ley que 

fijaban el procedimiento de huelga y una adición sustancial a la 

parte final del articulo 47, en relación a la obligación patronal 

de dar aviso al trabajador de la causa o causas del despido. El 

proyecto elevó el número de artículos de la ley de 1970 e.le 891 a 

1010. Pero lo importante no era el número de articulas o 

preceptos sino su contenido. Se llevaba a cabo una verdadera 

revolución procesal. Por primera vez aparecla en el derecho 

adjetivo la idea tutelar que caracteriza al derecho individual 

del trabajo. La igualdad de las partes dejaba de ser un 

presupuesto para convertirse en una meta. 

El análisis de esa reforma procesal, cabe destacar: La 

concentración procesal que reúne en una sola audiencia las etapas 

de conciliación, demanda y excepciones y ofrecimiento y admisión 

de pruebas; a la nueva distribución de la carga de la prueba; a 

los problemas de la representación legal; el impulso procesal a 

cargo de la autoridad, etc. En todo caso la nota de mayor 

trascendencia estarla dada por la tutela que a partir de la 

reforma ejercen las JCA sobre los trabajadores y que les impone 

la obligación de mejorar las demandas de aquéllos, incorporando 
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nuevas acciones que deriven de los hechos expuestos o agregando 

prestaciones ami tidas o planteadas en cuantías menor de la 

debida. El establecimiento de una calificación previa de la 

procedencia de la huelga, que puede detener su tramitación (art. 

923), se inscribe entre las notas más criticables a pesar de sus 

errores, el conjunto no es malo. 



C A P I T U L O II 
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CAPITULO II 

2.1.- AUTORIDADES JURISDICCIONALES DEL TRABAJO. CLASIFICACION. 

Estos son los órganos que tienen la potestad legal de 

aplicar las normas de trabajo y de imponer a las partes su 

resolución. 

La aplicación de las normas de trabajo compete, en sus 

respectivas jurisdicciones, a las siguientes: 

1.- Secretaria del •rrabajo y Previsión Social. 

2, - Secretaria de Hacienda y Crédito Público (reparto de 

utilidades) • 

3.- Secretaria de Educación Pública (escuelas art. 123). 

4.- Autoridades de entidades federativas. 

5.- Dirección o Departamento del Trabajo (entidades 

federativas). 

6.- Procuraduria de la Defensa del Trabajo (asesor 

apoderado y conciliador de los trabajadores). 

7.- Servicio Nacional de Empleo. 

8,- La Inspección de Trabajo. 

9.- Dirección General de Capacitación y Productividad. 

10.- Comisiones nacionales de los Salarios Mlnimos. 

11. - Comisión Nacional para la Participación de los 



Trabajadores en las Utilidades de las Empresas. 

12.- Juntas Federales y Locales de Conciliación. 

13.- Junta Federal de Conciliación y Arbitraje. 

14.- Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje. 

15.- Jurado de Responsabilidades (sanciones). 
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Las autoridades del trabajo son aquellas que se 

encargan de la aplicación de las normas laborales y pueden ser de 

diversas categorías: Autoridades administrativas, las mencionadas 

en los puntos 1 a 6; las comisiones crean un derecho objetiva 

fijando saldrías mínimos y porcentaje de utilidades las Juntas 

son autoridades Jurisdiccionales; y el Jurado de Responsabilidad 

ejerce jurisdicción administrativa al imponer sanciones a 

representantes del Capital y Trabajo. 

1. - La Secrct:aria de ·rrnbajo y Previsión Social es la 

encargada de aplicar las normas de trabajo en sus respectivas 

jurisdicciones. 

2. - La Secretaria de Hacienda y Crédito Público es 

igualmente autoridad del trabajo en las cuestiones relacionadas 

con el reparto de utilidades a los trabajadores por las empresas. 

3.- La Secretaria de Educación es autoridad en materia 

de trabajo a propósito de las escuelas Art. 123 y de la 

capacitación técnica para los trabajadores. 
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4.- La Procuraduría de la Defensa del Trabajo, afirma 

el articulo 530 de la Ley Federal del Trabajo, tiene las 

siguientes funciones: 

I.- Representar o asesorar a los trabajadores y a los 

Sindicatos, siempre que lo soliciten ante cualquier autoridad en 

las cuestiones que se relacionen con la aplicación de normas de 

trabajo. 

II.- Interponer los recursos ordinarios y 

extraordinarios procedentes de la defensa del trabajador o 

sindicato¡ y 

III.- Proponer las partes interesadñs soluciones 

amistosas para el arreglo de sus conflictos y hacer constar los 

resultados en actas autorizadas. 

5.- El Servicio Nacional del Empleo corresponde a lo 

que popularmente se le ha llamado Bolsa de •rrabajo. La Ley 

Federal del Trabajo afirma que el Servicio Nacional del Empleo 

tiene por objeto procurar ocupación a los trabajadores. sus 

servicios serán gratuitos para trabajadores y patrones. Los 

sistemas privados para la colocación de los trabajadores no 

podrán percibir fines lucrativos y sus servicios serán gratuitos. 

6. - La Inspección del Trabajo es de extraordinaria 

importancia para el efecto del cumplimiento de las leyes del 

trabajo¡ facilitar información técnica y asesorar a los 

trabajadores y a los patrones sobre la manera más efectiva de 

cumplir las normas de trübajo; poner en conocimiento de la 
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autoridad las deficiencias y las violaciones a las normas de 

trabajo que se ~bserve en la empresas y establecimientos. 

El aspecto conflictivo se presenta en las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje y estos organismos cuyos componentes 

estudian y resuelven, en forma justa no sólo los conflictos de 

trabajo, sino todo cuanto se relaciona con las cuestiones obrero

patronales y aun de todo lo relativo a la cuestión social del 

trabajador y patrón. 

El concepto legal de las Juntas de conciliación y 

arbitraje está reglamentado por el articulo 123 Constitucional 

que se declara en la fracción XX; las diferencias o los 

conflictos entre el capital y el trabajo, se sujetarán a las 

decisiones de una junta de conciliación y arbitraje, formada por 

igual número de representantes de los obreros y de los patronos, 

y uno del Gobierno. 

Ahora bien, según criterio de la Corte, el Tribunal 

máximo dio dos interpretaciones jurídicas, por cierto bien 

distintas, respecto de las Juntas de conciliación y arbitraje, en 

el lapso comprendido entre 1918 y 1924, el pensamiento jurídico 

de la Suprema Corte en nuestro país; fue en el sentido de no 

considerar como Tribunales del Trabajo a los citados organismos. 

El criterio de la Corte en aquel lapso se concreta en afirmar: 

Las juntas de conciliación y arbitraje son autoridades, y, en 

consecuencia, en contra de ellas procedía y procede el juicio de 
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amparo. 

Las juntas de conciliación y Arbitraje no fueron 

consideradas como Tribunales de Trabajo, sino como Instituciones 

de carácter público, que tienen por objeto evitar los grandes 

trastornos del orden y de la paz públicos, proteger la riqueza, 

la industria y el trubajo, respectivamente. 

Así mismo, conoceriln de los conflictos colectivos de 

trabajo, pero las proposici.ones que se formulen para evitar o 

resolvBr los conflictos no tendrán carácter de obligaciones a no 

ser que las partes las acepten. El arbitraje de las juntas será 

de orden público y no de orden privado y no se extenderá a todos 

los conflictos sino sólo a los referidos en lns fracciones del 

articulo 123 Constitucional. 

Los conflictos individuales ser.Jn dirimidos por los 

tribunales del orden común. Las resoluciones de las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje aceptadas por las partes, serán 

ejecutadas por las autoridades jurisdiccionales del orden común. 

Pero el año 1924, la suprema Corte, cambió radicalmente 

el pensamiento jurídico, y el multicitado Tribunal dijo: 

Las Juntas de Conciliación y Arbitraje son Tribunales 

del Trabajo. 
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Las Juntas de Conciliación y Arbitraje no son 

tribunales especiales. Las legislaturas de los Estados tienen 

facultad para establecer legislativamente a los Tribunales del 

Trabajo, que no podian ser otros por mandato constitucional, que 

las Juntas de conciliación y Arbitraje. 

Ahora bien, analizando la naturaleza de las Juntas de 

Conciliación y Arbitruje, a través de los principios o 

características que delinean a los tribunales especiales, podemos 

decir 105 siguiente: 

a) Los tribunales mexicanos del trabajo, consagrados 

por las fracciones XX y XXI del artículo 123 Constitucional 

tienen jur isdiccíón para conocer, no de uno o var íos casos 

concretos y precisos, sino que los citados organismos conocen de 

miles de casos en los cuales las partes tienen lu características 

del trabajador y de patrón. se trata de una verdadera 

jurisdicción la del trabajo¡ como se habla de jurisdicción 

mercantil, penal o civil, así también debe hablarse de 

jurisdicción laboral, consagrada en los articulas 

Constitucionales 123 y 73 fracción x. 

b) Las Juntas de Conciliación no se crean después que 

han surgido los conflictos de trabajo, sencillamente pensar esto 

sería absurdo, es decir, no son tribunales post factum, antes 

bien, se encuentran establecidas previamente en las leyes 

fundamentales y secundarias como el citado articulo 123 
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constitucional en sus fracciones XX y XXI y el titulo once de la 

Ley Federal del Trabajo. 

e) Las juntas de conciliación y Arbitraje no son 

transitorias, sino que son definitivas, es decir, duran 

naturalmente, cuanto pueden durar o estar vigentes las leyes 

respectivas. 

2.2.- DIVISION DE PODERES Y LAS JUNTAS DE CONCILIACION Y 

ARBITRAJE. 

El supremo poder de la Federación se divide en Poder 

Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial. Ahora bien se 

presenta el problemñ referente en cuál de los tres poderes deben 

estar incluidas las juntas de Conciliación y Arbitraje? 

Considero que no es posible resolver en una forma 

satisfactoria la presente cuestión, por lo menos tal y como se 

encuentran reglamentadas la Juntas de Conciliación y Arbitraje en 

nuestros dlas en México. 

La división de los poderes citados, en realidad 

correspondió en una época, a un régimen económico social que se 

encuentra hoy, plenamente superado y que, en consecuencia, se 

halla la mencionada división tripartita en plena crisis. En 
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efecto, es bien sabido que el poder Legislativo realiza actos 

administrativos y jurisdiccionales; que el Poder Judicial a su 

vez realiza también actos jurisdiccionales y administrativos y 

que el poder Ejecutivo igualmente realiza actos de las categorías 

citadas, 

Al plantearse la interrogante referente a que poder de 

la federación le corresponde incluir a las .Juntas de conciliación 

y Arbitraje, tendríamos que hacer ciertus consideraciones: 

En lo concerniente al Poder LegislcJtivo, cuando las 

juntas de conciliación y Arbitraje dictan cierto tipo de 

resoluciones, como la fijación del salario mfnimo en realidad 

dictan una acto legislativo materialmente hablando, en mi 

concepto no obstante no debernos considerc1r que por solo este acto 

deban ser consideradns dentro del poder legislativo. 

Pero además, también dictan sentencias, en los 

conflictos colectivos de naturaleza económica; es decir, dictan 

resoluciones que son abstractas e impersonales y que tienen 

caracteres de un acto legislativo. Pero, podemos decir que la 

Sentencia colectiva se distingue, por lo tanto, del Derecho 

emanado del Poder Legislativo, que produce, cuando las Cámaras lo 

juzgan oportuno, sin que su actividad esté condicionada a los 

acuerdos previos de los sujetos obligados a cumplirlo. Podemos 

agregar que la sentencia colectiva se distingue del derecho 

creado por el Poder Legislativo, pues la ley, es solamente 
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derogada por otra Ley, en tanto que la sentencia colectiva tiene 

vida precaria, sometida a la voluntad ele quienes deban de 

cumplirla. Además, el Poder Legislativo tiene que actuar siempre 

en via general y no le esta permitido dictar el derecho para 

situaciones particulares, como son las de cada empresa donde 

surge una reglamentación colectiva de trabajo. 

En cuanto al Poder Judicial, Las Juntas de Conciliación 

y Arbitraje conocen y rasuelven conflictos individuales, es 

decir, de naturaleza esencialmente jurídica., pero el problema 

surge cuando conocen y resuelven conflictos de tipo colectivo de 

naturaleza a económica, tales como las cuestiones colectivas y 

económicas, o bien la fijación del salario mínimo, que según 

dijimos es acto legislativo materialmente hablando, o bien la 

resolución de tipo administrativo, como cuando se registra un 

sindicato, cte. Por todas estas razones no podemos considerar que 

las Juntas de Conciliación y Arbitraje deban incluirse dentro del 

Poder Judicial. 

Por lo que respecta al Poder Ejecutivo, debe analizarse 

desde los puntos de vista, el doctrinario y el legal. Desde el 

punto de vista doctrinario, el mayor porcentaje de los actos que 

ejecutan aquellos organismos (Juntas de Conciliación y Arbitraje) 

es de naturaleza jurisdiccional, materialmente hablando. Ahora 

bien, indudablemente son distintos los actos jurisdiccionales de 

los actos administrativos, en consecuencia, por la naturaleza 

doctrinaria, no se debe incluir a las Juntas de Conciliación y 



30 

Arbitraje dentro del Poder Ejecutivo. 

En cuanto ñl aspecto Legal, del contexto de algunas 

disposiciones de la Ley, se desprende una fuerte presunción en el 

se.ntido de considerar a las Juntas de Conc.iliu.ción y Arbitraje 

cOrño organismos de carácter íldmin.istrativo. En efecto, la 

fracción XX del artículo 123 dice: Las diferencias o los 

conflictos entre el capital y el trabajo, se sujetarán a la 

decisión de una Junta de ConcílL1ción y Arbitraje formada por 

igual número de representantes de los obreros y de los patronos 

y una del Gobierno. Es lícito pensar que el término Gobierno 

significa Poder Ejecutivo. Por otra parte, !u Ley Federal del 

Trabajo menciona que la Junta se integrará por un represcntilnte 

del Gobierno y representantes de los trabajadores y de los 

patronos, por la reunión de varios trabajadores o industrias 

conexas según la clasificación que hago la Secretaría del Trabajo 

y Previsión Social, y por un representante de ésta, quien tendrá 

el carácter de Presidente. Es claro advertir, de la reproducción 

de las disposiciones legales queda manifiesta la intervención del 

Poder Ejecutivo en la integración de la Juntas de Conciliación y 

Arbitraje sin que se pueda considerar, no obstante, que 

integralmente se consideren que los organismos que se estudian 

pueden ser considerados como formando parte, formal y 

materialmente del poder ejecutivo. 

Ahora bien, la suprema corte de justicia de la Nación 

considera que las Juntas de Conciliación y Arbitraje ejecutan 
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actos jurisdiccionales materiales y desde el momento que dictan 

sentencias que ponen a fin a los conflictos de trabajo pero 

formalmente son organismos que dependen del poder Ejecutivo del 

Estado mexicano. Este pensamiento ha sido sostenido al grudo de 

formar jurisprudencia definitiva y que no ha variado. En efecto, 

el Supremo Tribunal dice: "Esta Suprema Corte de Justicia ha 

establecido en varias de sus ejecutorias que si bien las juntas 

de Conciliación y Arbitraje son tribunales que jerárquicamente y 

desde el punto de vista de la clasificación formal de las 

funciones del Estado, dependen del Poder Ejecutivo y que, por 

consiguiente, constituyen tribunales administrativos, desde el 

punto de vista de la función material que les cstj encomendada, 

jurisdiccional, cuando, como en el caso, resuelven una 

controversia jurídica relativa a la interpretación y cumplimiento 

de un contrato de trabajo. 

De acuerdo a la jurisprudencia establecida por la misma 

Corte, aun cuando son autoridades esencialmente administrativas, 

tienen también atribuciones de carácter judicial, en los casos 

que la Constitución señala y capacidad para hacer cumplir sus 

determinaciones 11
• 

El aspecto conflictivo se presenta en las Juntas y son 

en realidad las autoridades que en México se encargan de resolver 

los conflictos laborales. 

Los Tribunales del Trabajo pueden ser: 
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a) Juntas Federales de Conciliación: 

- Permanentes 

- Accidentales 

b) Juntas Locales de Conciliación: 

- Permanentes 

- Accidentales 

c) Juntas Federal de Conciliación y Arbitraje. 

d) Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje. 

e) Juntas Especiales de Jurisdicción Territorial. 

Esta clasificación, parte atendiendo a la estructura 

politica del país y a la circunstancia de que la aplicación de 

las leyes de trabajo corresponde a las autoridades federales y 

locales, así se reconocen U.os jurisdicciones: una federal y otra 

local. 

2.3.- LAS JUNTAS FEDERALES DE CONCILIACION. 

Las Juntas Federales de Conciliación tienen por objeto 

actuar como instancia conciliatoria postestativa para los 

trabajadores y los patrones y como Junta de Conciliación y 

Arbitraje en asuntos de menor cuantía. Estos son, según la Ley 

Federal del Trabajo, en los juicios en que se reclame el cobro de 

prestaciones cuyo importe no exceda de tres meses de salario. 
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En princ_ipio las_ Juntas _Federales de Conciliación deben 
- -

funcioriar ·peimaner!te~~~t~- ,_ con l~--_ . .júrisdicción territorial que 

les asigne la Secretaria de Trabajo y Previsión Social sin 

embargo, si la importancia Y- el -volumen de los conflictos de 
-·:-- ·. -:·'-'· · .. -.. -_- - ', 

trabajO no· -am~i- ita· ·e~ ·funcio"nam.i.~nto de una junta permanente, 

funcionará una junta accidental. 

Las Juntas Federales de Conciliación Permanente según 

lo dispone la Ley Federal de 'l'rabajo se integrarán con un 

representante del gobierno, nombrado por la secretaría del 

Trabajo y Previsión Social, que fungirá como Pres idcnte y con un 

representante de los trabajadores sindicalizados y uno de los 

patrones, designados de conformidad con la convocatoria que al 

efecto expida la misma secretaría, Sólo a falta Ue trabajadores 

sindicalizados, la elección se hurá por los trabajadores libres. 

Por cada representante propietario de los trabajadores 

y de los patrones se nombrará un representante suplente. 

La integración de líls Junt.:is accidentales se llevará a 

cabo cada vez que sea necesario. 

Los presidentes de las JFC permanentes o accidentales, 

deberán cumplir, de acuerdo al Art. 596 de la LF'l', los siguientes 

requisitos: 

I.- Ser mexicano, mayor de edad y estar en pleno ejercicio 
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de sus derechos; 

IJ.. - Haber terminado la educación secundaria; 

III. - Demostrar conocimientos suficientes de derecho· del 

Trabajo y de la seguridad Social 

IV. - No pertenecer a las organizaciones de .-trapaj_a-d9r~~ p ~e 

patrones; 

V.- No pertenecer al estado eclesiástico¡ y 

VI.- No haber sido condenado por delito intencional 

sancionado con pena corporal. 

Los presidentes de las JFC accidentales, están sujetos 

a las mismas exigencias salvo la educación secundaria. Sólo 

requieren haber concluido la educación obligatoria, esto es, la 

primaria, de acuerdo al nrt. Jo, constitucional, fracc. VI. 

Para los representantes de los trdbajadores y de los 

patrones se exigen nacionalidad mexicana, educación obligatoria 

no pertenecer al estado eclesiástico y no haber sido condenado 

por delitos intencionales con pena corporal. 

Constituyen impedimentos para asumir la representación 

sectorial, cuando se trata de juntas permanentes, el hecho de 

ejercer la dirección, gerencia o administración de una empresa o 

la pertenencia a la directiva de un sindicato de las ramas de la 

industria representadas en las juntas. Si se trata de juntas 

accidentales la limitación comprende a los mismos funcionarios 
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empresariales y sól.o- a los ·:miembros de·.1a directivas de los 

sindicatos afectados.' 

En el art, 600 LFT se determinan las facultades y 

obligaciones de las -jÜntaS de Conciliación permanentes y 

accidentales, 

Estas funciones pueden clasificarse: 

a) De Conciliación. En virtud de ellas las juntas deben 

procurar un arreglo conciliatorio de los conflictos de trabajo y, 

de ser procedente, aprobar los convenios que les sean sometidos 

por las partes. 

b) De Instrucción. Las juntas deben recibir las pruebas 

que los trabdjadores o los patrones juzguen conveniente rendir 

ante ellas, en relación con las acciones y excepciones que 

pretendan deducir ante la JFCA. El término no podrá exceder de 

diez di as. 

Al concluir la recepción de las pruebas o habiendo 

transcurrido el término de diez dias, deberán remitir el 

expediente a la Junta especial de la jurisdicción territorial a 

que estuviere asignada, de haberla y si no, a la JFCA. 

e) De 'l'ramitación. Estas facultades atienden a dos 

problemas especificas. En primer término, las juntas de 
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conciliación deben recibir las demandas que les sean presentadas 

y remitirlas a la Junta especial o a la JFCA, en su caso, y, en 

segundo lugar, cumplimentar los exhortos y practicar las 

diligencias encomendadas por otras juntas federales o locales de 

conciliación o las federales y locales de conciliación y 

arbitraje. 

d) De Arbitraje. Las JFC deben resolver, en definitiva, 

los conflictos que tengan por objeto el cobro de prestaciones 

cuyo monto no excP.rlñ de tres meses de salario. 

e) De Denuncia Social. Se encargrtn a las Juntas de 

Conciliación la denuncia ante el ministerio público cuando un 

patrón haya dejado de pagar el salario mínimo general a uno o 

varios de sus trabajadores. 

2.4.- LAS JUNTAS LOCALES DE CONCILIACION. 

Los gobernadores de los estados facultados para 

instalar Juntas Locales de Conciliación en los municipios o zonas 

económicas que lo requieran, sin embargo, no podrán hacerlo en 

los municipios o zonas económicas en gue estén instaladas Juntas 

de Conciliación y Arbitraje. 'I'ambión a las JLC les son aplicables 

las disposiciones relativas a las JFC. 



37 

2,5,- LA JUNTA FEDERAL DE CONCILIACION Y ARBITRAJE, 

La ley prevé el establecimiento de una JFCA cuya competencia 

está determinada, por vía de excepción, en la fracción XXXI del 

apartado 11 A11 del articulo 123 constitucional y de las JLCA que se 

constituyan en el Distrito Federal y en las diversas entidades 

federa ti vas, de acuerdo a las decisiones del Jefe del 

Departamento del Distrito Federal o de los gobernadores de los 

estados. 

Lns Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje están 

sometidas, en primer término, il las disposiciones de la LF'r y, en 

segundo lugar, a sus reglamentos internos. 

En los términos del art. 20. del Reglamento: 

De conformidad con lo dispuesto por la Ley Federal del 

Trabajo, la Junta Federal de conciliación y Arbitraje es un 

Tribunal con plena jurisdicción, que tiene a su cargo la 

tramitación y decisión de los conflictos de trabajo que se 

susciten entre trabajadores y patrones, sólo entre aquéllos o 

sólo entre éstos, derivados de las relaciones de trabajo o de 

hechos íntimamente ligados con el las, y su competencia está 

determinada por la fracción XXXI del articulo 123 constitucional 

y por la Ley Federal del Trabajo. 

El funcionamiento de la Junta puede ser en Pleno en 

Juntas especiales. 
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El pleno lo integran el Presidente de la JFCA y los 
' ' ' 

los .trabajadores y de los patrones. 

•: ~;,;s.~urita{.~s~ecia)es se constituyen de conformidad con 

la clasificación de las ramas de la industria y de las 

actividades-div~rsas que determina la jurisdicción federal. 

La Secretaria del Trabajo y Previsión Socinl, cuando lo 

requieran las necesidades del trabajo y del capital, podrá 

establecer Juntas Especiales, fijando el lugar de su residcnciu 

y su competencia territorial. 

Las Juntas Especiales establecidas ruara de la capital 

de lLl República quedarán integradas en su tuncionnmicnto y 

régimen jurídico a la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, 

correspondiCn<lolcs el conocimiento y resolución de los conflictos 

de trabajo en todas las ramas de la industria y actividades de la 

competencia tcderalf comprendidas en lu jurisdicción territorial 

que se les dsiqnc, con excepción de los conflictos colectivas, 

sin perjuicio del derecho del trnbajodor, cuando así convenga a 

sus intereses, a concurrir directamente a la .Junta F'ederal de 

Conciliación y Arbitraje. 

f~a .Junto Federal de Conciliación y Arbitraje se 

integrará con un representante del Gobiarno y con representantes 

de los trabajadores y de los patrones designados por ramas de la 

industria o de otras actividades, de conformidad con la 
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clasificacióñ y convcicatoria que expida la Secretaria del Trabajo 

y Previsión Social. 

Las Juntas Especiales conocen de asuntos relacionados 

con determinadas ramas de la industria o bien, conocen de todos 

los asuntos de competencia federal de naturaleza individual sin 

especificación de especialidad cuando se tratu de lus que se 

establecen en los estados de la RepUblica. Es factiblo que en un 

solo Estado se asienten dos o más Juntas, en todo caso atendiendo 

a divisiones municipolcs de manera que 

territorialmente. 

no coincidan 

Tratándose de asuntos colecti.vos (cuando un conflicto 

afecte a dos o más ramas de la industria o de las actividades 

represcntndas en la Junta), Csta Juntu especial se integrará con 

el presidente de la Junta Federal y con los respectivos 

representantes de los trabajadores y de los patrones. 

Las facultades de las juntas especiales están 

precisadas en la Ley Federal del Trabajo: 

a) De arbitraje. Deben conocer los conflictos de 

trabajo que se susciten en las ramas de la industria o de las 

actividades representadas en ellas, y los asuntos que tengan por 

objeto el cobro de prestaciones cuyo monto no exceda del importe 

de tres mesas de salario. 



40 

b} De investigación de dependencia económica en caso de 

muerte de un trabajador por riesgo de Trabajo. Las Juntas 

especiales deben investigar quiénes don los dependientes de los 

trabajadores fallecidos con motivo de un riesgo de trabajo y, con 

audiencia de las partes, determinar quién tiene derecho a la 

indemnización. 

e) Oc revisión. Les corresponde resolver los recursos 

de revisión interpuestos en contra de las resoluciones del 

Presidente en ejecución de los laudos. 

d) De depósito. Las juntas especiales deben recibir en 

depósito los contratos colectivos de trubajo y los reglamentos 

interiores de trabajo y una vez decretado el rlepósito remitir el 

expediente al archivo. 

No sef'l.ula la ley ni tampoco el Hegldmemto interior de 

la JFCA quién nombra a los presidentes especiales. Es claro, 

entonces, que la designación se hará por la Secretaría de 'l'rabajo 

y Previsión Social. 

Las facultades de los Presidentes de las Juntas 

Especiales: 

a) Administrativas. Deben cuidar el orden y la 

disciplina del personal de la Junta. 

b) De ejecución. Les corresponde disponer la ejecución 
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de los laudos -distados por la junta especial y conocer y resolver 

las provi~endas pi.-eC:autor las. 

_ c) : De revi~_ió~ .. -- Óe los -actos de ejecución de laudos y 

provid-en-cias ca-utela-r-es -~qUE(-{e:afi~~ri los_-·a·ct~arlos, en todo cnso 

a solicitud de parte. 

d) De tramitación. cumplimentar los laudos que les 

transmite el Presidente de la Junta. 

e) De informncjón. En mi'ltcri¡¡ de amparos interpuestos 

en contra de los laudos y resol ucioncs dictadas por la juntu 

especial, deben rendir los informes a la autoridad judicial 

federal. Respecto del funcionamiento dC' l.i junta especial, deben 

comunicar al Presidente las def iciencins que observen en sus 

funcionamiento y sugerir medidas que convengan dictar. 

Por lo que r.espectñ rtl Presidente de la JFCA es 

nombrado por el Presidente de la República y debe percibir los 

mismos emolumentos correspondientes a los ministros de la suprema 

corte de Justicia de la Nación. 

--Los requisitos que la Ley exige para poder ser nombrado 

son las siguientes: 

a) Nacionalidad mexicana, ser mayor de veinticinco 

años y estar en pleno ejercicio de sus derechos. 
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b) Tener .títUlo legalmente expedido de Licenciado en 

Derecho. 

e) .Tener.·, . cinco años de ejercicio profesional 

-p~~.t_e~~~or.~.s a la fecha de adquisición del titulo. 

d) Haberse distinguido en estudios de derecho del 

trabajo y de la seguridad social. 

e) No pertenecer al estado eclesiástico. 

f) No haber sido condenado por delito intencional 

sancionado con pena corporal. 

Las funciones del Presidente de la JFCA pueden 

clasificarse de la siguiente manera: 

1. - Administrativas. Debe cuidar del orden y de lu 

disciplina del personal de la Junta. 

2.- De representación gubernamental. Preside eJ pleno 

y las juntas especiales cuando éstas deban conocer de un 

conflicto que afecte a dos o más ramas de la industria o de las 

actividades representadas en las juntas, y cuando se trate de 

asuntos colectivos. 
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3. - De ejecuci61:1 • , Le C?rreS¡londe la ejecución de los 

laudos dictados por Pleno •.y' las•· juntas especiales. 

_,,; ·.·:.'; 
.. .. . . 

4. - o~ ·;~;;_rióií/.· Al•. ¡;;~sidente le toca revisar los 

5,- De tramitación. Debe cumplimentar los exhortos o 

turnarlos a los presidentes de las juntas especiales. 

6.- De información. En los juicios de amparo 

promovidos en contra de actos de la junta el presidente debe 

rendir los informes previo y justificado requeridos en la ley de 

amparo tratándose de actos del Pleno o de las especiales que 

presida. 

Las juntas especiales se integrarán: 

I.- Con el Presidente de la Juntu, cuando se trate d~ 

conflictos colectivos, o con el Presidente de la Junta Especial 

en los demás casos; y 

rr.- con los respectivos representantes de los 

trabajadores y de los patrones. 

Durante la tramitación de los juicios, hasta formular 

el laudo correspondiente, el Presidente de la Junta y los de las 



44 

Juntas Especiales serán sustituidos por auxiliares, pera 

intervendrán personalmente en· !él votación de las resoluciones 

siguientes: 

a) Competencia; 

b) _Nulidad de actuaciones; 

e) su~titución de patrón; 

d) Presentación de la denuncia correspondiente ante 

el Ministerio Público competente, 

desaparición del expediente o actuación. 

de la 

e) Cuando se trate de conflictos colectivos de 

naturaleza económicil, en la que designe perito. 

En el Pleno y e:n las ,Juntas Especiales habrá el número 

de Auxiliares que se juzgue conveniente, a fin de que la 

administración de la justicia del trabajo sen cxpcditn. 

El Presidente de la ,Junta serti sustituido en sus faltas 

temporales y en las definitivas, entre tanto se hace nuevo 

nombramiento, por el Secretario General de mayor antigUedad. 

Los Secretarios Generales de la Junta tienen las 

siguientes facultades: 

I) Actuar como Secretarios del Pleno; 

II} Cuidar de los archivos de la Junta; y 

111) Las demás conferidas por la Ley. 

El Pleno de la Junta de Conciliación y Arbitraje tiene 
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las facultades y obligaciones siguientes: 

!.- Expedir el Reglamento Interior de la Junta y el de 
,! . 

las Juntas de conciliación;, 

II. - Conocer y resolver los conflictos de trabajo 

cuando afecten a la totalidad de las ramas de la industria y de 

las actividades representadas en la Junta¡ 

III.- Conocer d8l recurso de revisión interpuesto en 

contra de las resoluciones dictadas por el Presidente de la Junta 

en la ejecución de los Laudos del Pleno; 

IV.- Uniformar los criterios de resolución de la Junta, 

cuando las Juntas Especiales sustenten tesis contradictorias. 

v.- cuidar que se integren y funcionen dcbldumcntc las 

Juntas de Conciliación y girar las instrucciones que juzgue 

convenientemente para su mejor funcionamiento; 

VI.- Informar u la Secretaria del Trabajo y Previsión 

Social de las deficiencias que observe en el funcionamiento de la 

Junta. 

La función unificadora de los criterios de las juntas 

especiales está sujeta a las siguientes reglas: 
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a) El pleno se reunirá ~en-_-·ses~ÓD especial a la que 

deberán concurrir, por lo men,os,., i.a:5.c- ~os. terceras partes del 

total de sus miembros. 

b) Los presidentes de las juntas especiales serán 

citados a la sesión y tendrán voz informativa 

e) Las resoluciones del pleno, para ser obligatorias 

para todas la Juntas espccii:iles, deberán ser aprobadas 1 por lo 

menos, por el cincuentn y uno por ciento del total de sus 

miembros que lo integran. 

d) Las mismus resoluciones serán revisables en 

cualquier tiempo a solicitud del cincuenta y uno por ciento de 

los reprc5cntantes de los trabajadores o de los patrones; del 

cincuenta y uno por ciento de los presidentes de las juntas 

especiales o del Presidente del JFCA. 

e) F.1 Pleno publicará el boletin, por lo menos 

trimestralmente, con el criterio uniformado y los laudos del 

Pleno o de las Juntas Especiales que Juzgue convenientemente. 

2.6.- LAS JUNTAS LOCALES DE CONCILIACION Y ARBITRAJE. 

Las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje funcionarán 
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en cada una de las Entidades Federativas, lo que parece 

significar que se refiere exclusivamente a los Estados, en 

realidad también se incluye en el mismo concepto, al Distrito 

Federal, y conocerá de los conflictos del trabajo que no sean de 

la competencia de la Junta F'cderul de Conciliación y Arbitraje. 

En cada Estado o, inclusive, en el Distrito Federal, si 

las necesidades del trabajo y el capital lo requieren, se podrán 

establecer varias juntas de conciliación y arbitraje. Los 

gobernadores y el jefe del Departumento del Distrito Federal 

fijarán el lugar de su residencia y su competencia territorial. 

A las juntas locales de conciliación y arbitraje se les 

aplican las mismas disposiciones previstas para la JFCA, con las 

siguientes salvedades: 

a) Las facultades del Presidente de la República y del 

titular de la STPS se ejercerán por los gobernadores de los 

estados y por el jefe del Departamento del D.F. 

b) El Presidente del JLCADF percibirá los mismos 

emolumentos que correspondan al Presidente del •rribunal Superior 

de Justicia. 



C A P I T U L O III 
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CAPITULO II I 

3.1.- CONCEPTO DE JURISDICCION. 

El vocablo jurisdicción se deriva, de dos latinas: 

ius, derecho y decire, decir, y significa "decir el derecho 11 

desde el punto de vista etimológico. 

Desde el punto de vista juridico, ''la jurisdicción es 

una función soberana del estado, realizada a través de una serie 

de actos que están proyectados o encuminndos a la solución de un 

litigio o controversia, mediante la aplicación de una ley 

general a ese caso concreto controvertido para solucionarlo o 

dirimirlo" (2). 

AsÍ, atenemos que la jurisdicción es una función 

soberana del estado, esta actividad la realizan los tribunales 

que previamente han sido investidos de poder para ello, pero 

esta función la llevan ucabo en un territorio o lugar de 

terminado por lo que la expresión jurisdicción designa, a la vez 

que el poder de decisión de esos órganos, el ámbito o espacio en 

el que éste se ejerce. 

(2) GOMEZ Lara Cipriano, Teoría General del procer:io, Editado por la 
Dirección General de Publicacione~. México, D.F,, 1987, D. 113. 
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En suma, "la jurisdicción es la facultad estatal para 

resol ver, con base su sober,ania 'y p~r conducto de sus órganos 

idóneos, las controversias .~urgi?ªE? en su territorio" (3). 

3.1.1.- JURISDICCION DEL TRABAJO. 

La jurisdicción del trabajo es uno de los grandes 

capitulas del derecho procesal del trabujo, así la fracción XX 

del apartado 11 A11 del artículo 123 constitucional dispone que las 

diferencias entre capital y trabajo se sujetarán a la decisión 

de una junta de conciliación y arbitraje formada por igual 

número de representantes de los obreros, de los patrones y uno 

del gobierno. 

La jurisdicción se determina, en su extensión, por las 

pretensiones que integran lo que será el objeto de proceso 1 como 

también por l~ n~turnleza de la reacción que sirvió de fundamento 

a la pretensión; en otras palabras, es la que permite saber si 

el conflicto pertenece a la materia laboral. En cambio, la 

competencia tiene qua partir del supuesto previo de la 

jurisdicción y, desde ella establecer la limitación funcional, 

jerárquica y territorial. La jurisdicción es el género y la 

competencia la especie. 

( 3) TENA Suck Rafael, Derecho Procesal del Trabajo, Editorial Trillas, 
México, D.F., 1989, p. 54. 
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Para medir la extensión de la jurisdicción del 

trabajo, ,debemos tener en cuenta que es ella, de acuerdo con la 

constitución, la única competente para conocer, resolver y 

eje9utar sus resoluciones en conflictos de carácter laboral 

tañto- inct-iVictuales como colectivos. 

De lo anterior, se desprende que la jurisdicción laboral 

consistirá, entonces, en una potestad constitucionalmente se 

establecida para que los tribunales laborales, de integración 

tripartida, resuelvan los conflictos de trabajo con facultades 

para ejecutar, por el mismos, sus resolucicncs. 

La jurisdicción del tr'1bajo tiene las características 

siguientes: 

a} La jurisdicción del trabajo es formalmente 

administrativa es decir, los organismos encurgados de encauzarla 

dependen del poder ejecutivo; sin embargo, desde el punto de 

vista material ejercita actos de la misma naturaleza que los 

ejecutados por el Poder Judicial, aunque son autónomos. No 

dependen del Poder Judicial, se convierten así en tribunales 

autónomos, puesto que la constitución en lo referente al Poder 

Judicial menciona; articulo 94 ••se deposita el Poder judicial 

de la Federación en una Suprema Corte de Justicia, en Tribunales 

de Circuito, Colegiados en materia de amparo y unitarios en 

materia de apelación y Juzgados de Distrito". En ninguna parte 

del texto constitucional, en lo que concierne al Poder Judicial, 
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se menciona a las Juntns de Conciliación y Arbitraje. En cambio, 

en la fracción XX del articulo 123 de la misma Constitución, se 

establece que las diferencias o conflictos entre el capital y el 

trabajo se sujetarán a la decisión de la Junta de Conciliación 

y Arbitraje. 

b) La jurisdicción del trabajo es de orden público, 

con intereses para toda la sociedad. 

e) Lu jurisdicción laboral es proteccionista ele la 

clase trabajadora, pues la Ley tiene que ser interpretada en 

todo lo que le beneficie y rompe en ocasiones con el principio 

de paridad procesal. 

d) Con mucha frecuencia, la jurisdicción del trabajo 

tiene caracteres de oficiocidad, esto se debe a que la solución 

de los problemas obrero-patronales es de interés colectivo. 

e) La jurisdicción del trabajo se rige por la equid.:id: 

aplica, concilia y crea el derecho. 

f) La jurisdicción del trabajo se determina 

preferentemente por la naturaleza de los conflictos más que por 

la cuantia, es decir que el carácter predominante de la 

competencia es por la materia de la jurisdicción. 
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J,2,- CONCEPTO DE COMPETENCIA. 

La jurisdicción denota unidad, pero en virtud de la 

división del trabajo, seria humanamente imposible que un 

Tribunal conociera de toda clase de negocios. Por tal motivo se 

ha dividido a la jurisdicción por razón del territorio, de la 

cuantia y de la materia. Estos criterios de clasificación son 

conocidos comúnmente con la denominación de competencia. 

Asl, tc11emos qt1e la competcncl~ es Ja jut"isdicción 

limitada para el conocimiento de cierta clase de negocios; por 

ello, la competencia es la facultad y deber del tribunal de 

resolver determinados de negocios. 

La competencia de un órgano es, por lo tanto, parte 

del poder jurisdiccional que puede ejercitar; de ahí que se 

afirme que la competencia es la medida de la jurisdicción, y 

cada Tribunal no puede ejercer jurisdicción si no es dentro del 

limite de competencia que le esté señalado por lü ley. 

Siguiendo éste orden de ideas, se puede decir 

validamente que la "competencia es el ámbito, esfera o campo, 

dentro del cual un órgano de autoridad puede desempeñar 

validamente sus atribuciones y funciones". (4) 

(4) GOHEZ Lara Cipriano, cit. por DE BUEH Loz.ano Nestor, Dorocho Procesal del 
Trabaio, Editorial Porrua, México, D.F., 1990 p. 183. 
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3.2.1.- CLASES DE COMPETENCIA. 

Son múltiples las clases de competencia. En definitiva, 

el grado mayor o menor de desarrollo del sistema jurisdiccional 

pro,voc'a_rá compé.te.ncias en atención ·a diversos factores. 

Sin embarqo, se pueden apuntar algunos criterios de 

competencia de mayor uso en cualquier sistema jurisdiccional. 

a) Competencia por Matct"ia. Esto criterio competencial 

surge como consecuencia de la complejidad y especialización de la 

vida nocial moderna, que entraña la necesidncl de una división del 

trabajo jurisdiccional. Esta divísión, es en función de las 

normas jur idicas sustunti vas que deber~in ser upl icadas para 

dirimir o solucionar la controversia, conflicto o }jtigio, que se 

haya presentado a l¿:¡ consideración del órgano jurisdiccional. 

b) Competencia por Grado. El grado atiende a la 

jerarquía del órgano jurisdíccional. Habitualmente los sistemas 

judiciales aceptan diversos grados: instancias, fundamentalmente 

para garantizar una solución imparcial. 

e) Competencia por Territorio. La competencia de los 

órganos jurisdiccionales en función del territorio, implica una 

división geogrúfica del trabüjo, 

circunstancias y factores de tipo 

económico y social. 

que se determina por 

geográfico, demográfico, 
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d) Competencia por cuantía. Este criterio, compctencial 

atiende fundamentalmente a la distribución de la competencia en 

razón de la importancia económica de los negocios. 

3.2.2.- COMPETENCIA EN MATERIA LABORAL. 

En primer término, e1 nrticulo 73 fracción X 

constitucional en su parte relativa dice: 11 Que el Congreso tiene 

facultad para legislar en tocia la República sobre ... y para 

expedir leyes del trabajo reglament(lrias del artículo 123 de la 

propia Constitución. 

Por otra pu.rte, el rirtícu Jo 12J, fracción XXXI, 

apartado A de la Constitución señala la competencia federal por 

razón de la materia, al expresar: 

"La aplicación de las leyes del trabajo corresponde a 

las autoridades de los Es tudas en sus respectivas 

jurisdicciones, pero es de la competencia 

autoridades federales en asuntos relativos a: 

a) Ramas Industriales: 

l. - Textil. 

2. - Eléctrica 

3.- Cinematográfica. 

4.- Hulera. 

exclusiva de las 
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G.- Minera. 
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7.- Metalúrgica y siderúrgica, abarcando la 

explotación de los minerales básicos, el 

beneficio y la fundición de los mismos. 

a.- De hidrocarburos. 

9. - Petroquírnicu. 

10.- Cementera. 

11. - Calera. 

12.- Automotriz, incluyendo autopartes mecánicas 

o eléctricas. 

13. - Quimica, incluyendo la qui mica farmacéutica 

y medicamentos . 

14.- De celulosa y papel 

15.- De aceites y grasas vegetales. 

16.- Productora de alimentos, abarcando 

exclusivamente la fabricación de los que 

sean empacados, enlatados o envasados o que 

se destinen a ello. 

17.- Elaboradora de bebidas que sean envasadas o 

enlatadas o que se destinen a ello. 

18.- Ferrocarrilera. 

19.- Madera básica que comprende la producción de 

aserradero y la fabricación de triplay o 

aglutinados de madera. 

20.- Vidriera, exclusivamente por lo que toca a 

la fabricación de vidrio plano, liso o 
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labrado, o de envases de vidrio. 

21.- Tabacalera, que comprende el beneficio o 

fabricación de productos de tabaco. 

b) Empresas 

1.- Aquellas que sean administradas en forma 

directa o descentralizada por el Gobierno 

Federal. 

2.- Aquellas que actúen en virtud de un contrato 

o concesión f edcrul y las industrias que les 

sean conexas. 

J.- Aquellas que ejecuten trabajos en zonas 

federales o que se 

jurisdicción federal, 

encuentren 

en las 

bajo 

aguas 

territoriales o en las comprendidas en la 

zona económica exclusiva de 1<1 Nación. 

También será competencia exclusiva de las autoridades 

federales, la aplicación de las disposiciones de trabajo en los 

asuntos relativos o conflictos que afecten a dos o mas entidades 

federativas, contratos colectivos que hayan sido declarados 

obligatorios en más de una Entidad Federa ti va; obligaciones 

patronales en materia educa ti va, en los términos de Ley, y 

respecto a las obligaciones de los patrones en materia de 
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capacitación y adiestramiento de sus trabajadores , asl como de 

seguridad e higiene en los centros de trabajo, universidades para 

lo cual las autoridades federales contarán con el auxilio de las 

estatales, cuando no se trate de ramas o actividades de 

jurisdicción local, en los términos de la Ley reglamentaria 

correspondiente . 

De acuerdo con nuestro sistema constitucional y el 

pacto federal, las Entidades Federa ti vas conservan todas las 

facul tadcs o atribuciones no renunciadas, es decir, que como 

regla general a los estados les tocu la aplicación de las leyes 

de trabajo, y sólo la federación tendrá las facultades que 

expresamente le sean señaladas. 

Por ende, las Juntas Federales de Conciliación y 

Federo] de Conciliación y Arbitraje conocen, por vía de 

excepción, en usuntos u cuyo conocimiento renunciaron los Estados 

de lü República. 

En relación con la compntencia de lus Juntas Locales de 

Conciliación y de Conciliación y Arbitrnjc, el Articulo 698 de la 

Ley Federal del Trabajo, determina : "Será competencia de las 

Juntas Locales de Conciliación y de Conciliación y Arbitraje de 

las Entidades Federativas, conocer de los conflictos que se 

susciten dentro de su jurisdicción, que no sean de la competenciu 

de las Juntas Federales . Las Juntas Federales de Conciliación y 

de Conciliación y Arbitraje , conocerán de los conflictos de 
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trabajo cuando se trate de· las ramas industriales, empresas o 

materias contenidas en el artículo 123, apartado "A11 fracc. XXXI 

de la Constitución. 

3.2.3.- NORMAS DE COMPETENCIA EN MATERIA DE TRABAJO, 

Existen diversas normas de competencia en materia 

laboral: 

a} La competencia por razón de la materia se rige por 

lo dispuesto en el apartado 11 A" fracción XXXI del articulo 123 

constitucional. 

b) La competencia por razón del territorio, se rige por 

el articulo 700 de la Ley Federal del Trabajo: 

I. Si se trata de las juntas de conciliación, la del 

lugar de prestación de servicios. 

It. si se trata de la junta de conciliación y 

arbitraje, el actor puede escoger entre: 

La junta del lugar de prestación de los servicios; 

si éstos se prestaron en varios lugares, será la 

junta de cualquiera de ellos. 

La junta del lugar de celebración del contrato. 
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Lu junta del domicilio del demandado. 

III." En los conflictos colectivos de jurisdicción 

federal; --ia---~-Jt.mta Federal de -conciliación y arbitraje, en los 

térininos del _-articulo 606 de la LFT; en los conflictos colectivos 

de ·juri~dicción local, la del Lugar en que esté ubicada la 

empresa o establecimiento, 

IV. Cuando se trate de la cancelación del registro de 

un sindicato, la Junta del lugar donde se hizo. 

V. En los conflictos entre patrones o trabajadores 

entre si, la Junta del domicilio del demando. 

VI. Cuando el demandado sea un sindicato, la Junta del 

domicilio del mismo. 

3. 2, 4. - COUFLIC'fOS DE COMPETENCIA. 

Las controversias o incidentes sobre conocimiento o 

abstenciones frente a un caso determinado de competencia pueden 

producirse no sólo entre tribunales de una misma jurisdicción, 

sino también entre distintas jurisdicciones. 

Para resolver los conflictos de competencia se ha 
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seguido .el sistema que pre~é la Le¡rJed,eral de Trabajo: 

,Las compej;en;i'1s se decidirá'):'· 

a) .Por el Pleno de la Jupta Local de Conciliación y 

Arbitraje, cuando se trate de 

1.- Juntas de Conciliación de la misma entidad 

federativa. 

2. - Las diversas Juntas Especia les de la Junta de 

Conciliación y 

federativa. 

Arbitraje de la misma entidad 

b) Por el Pleno de la Junta Federal de Conciliación y 

Arbitraje cuando se trate de las Juntas Federales de Conciliación 

y de las Especiales de la misma, entre si recíproc~mente. 

e) Por la Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de Nación cuando se suscite entre: 

1. - Juntas Locales o Federales de Conciliación y 

Arbitraje y el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje. 

2.- Juntas Locales y Juntas Federales de Conciliación 

y Arbitraje. 

3. - Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje de 

diversas entidades federativas. 

4.- Juntas Locales o Federal de Conciliación y 

Arbitraje y otro órgano jurisdiccional. 
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3. 3. - REPRESEN'l'ACÍON ·Y PERS(JNA.LIIJAD .. EN MATERIA LABORAL. 
. . . 
,, ;, ..' : __ >--' '. 

La :~ep·~~-~,~í)-~_ª9~~~-~-~~·:~n'-~~'~,n~ido:-gene!ral, es un fenómeno 

juridicÓ que lrnpfrcii+!~'c~c'i:ü~~-iÓ1{a nombre de 
~;~'..;_;:_-~:,::-,- ,:· º~ 

otro, en el campo 

Al existir en el mundo de los hechos, lil realidad 

innegable de la cooperación entre las personas, surgió a la vida 

juridica la institución de la representación, en virtud de la 

cual una persona, llamada representante, realiza actos jurídicos 

en nombre de otra, llamada representado, en forma tal que el 

acto surte efectos en forma directa en la esfera jurídica de 

este último, como si hubiera sido realizado por él. Asi, los 

derechos y obligaciones emanadas del acto juridico de que se 

trate, se imputnn dircctament~ al re>prcscntu.Uo. 

La representación supone, pues, que una persona que no 

es a quien corresponde los intereses jurldicos en juego, ponga 

su propia actividad, su ºquerer", al servicio de tales intereses 

ajenos, realizando un acto jurídico a nombre de la persona a 

quien pertenecen. 

El derecho canónico influyó paru su desarrollo al 

pugnar por la desaparición de la esclavitud y la solidificación 

de la familia, pero quizás el principal motor que determinó la 

afirmación de la representación como institución juridica 

imprescindible para la vida moderna, lo constituye la fuerza de 



62 

las relaciones comerciales, que requerian de una figura juridica 

que per,mi_t;iera la celebración constante y numerosa de 

tran:SacCio'nes.·--juridico-rnercantiles a un mismo tiempo y en 

diversos sitios .. 

Puede explicarse satisfactoriamente la institución de 

la representación, partiendo de la consideración de que el 

derecho atribuye efectos jurídicos a la voluntad humann en la 

medida en que ésta es exterior izada y propone fin es 1 ícitos, 

fines que constituyen intereses juridicumcntc tutelados. Así, 

cuando el fin perseguido por una voluntad reúne los requisitos de 

licitud y exteriorización, nada se opone a que el derecho lo 

reconozca y tutele, atribuyéndole los efectos jurídicos, buscado 

por el agente de 1.1 voluntad. Para que esto suceda, se requiere 

que el declarante (representante) esté CJ.Utorizado para obrar por 

otro (representado) y que ésta autorización esté exteriorizada. 

En razón de su finalidad, la representación se divide 

en dos clases: voluntaria y legal. 

La representación voluntaria existen cuando mediante 

una declaración de voluntad se facultad a otro para actuar a 

nombre y por cuenta propia. Esta declaración puede ser unilateral 

del representado, mediante un poder o procura, que debe 

distinguirse del contrato de mandato, con el que usualmente se le 

confunde a causa de la errónea conceptuación que de ambas figuras 

hacen los códigos civiles de la República. 
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La representación legal, como su nombre lo indica, 

dimana directamente de la Ley; tal es el caso de la 

representación de los incapaces, que la Ley confiere a las 

personas que los tienen a su cuidado, en estos casos las 

facultades de que se encuentra investido el representante, 

dimanan en forma directa de la Ley. 

Existe una situación intermedia 

representaciones voluntaria y legal. Se 

entre 

trata de 

las 

la 

representación de las personas morales por parte de sus 

administradores y gerentes. 

Resulta evidente que el administrador único de una S.A. 

recibe su nombramiento a través de un acto de voluntad de la 

sociedad; sin embargo, sus facultades en gran medida están 

contenidas en la propia LGSM. Los órganos sociulcs pueden matizar 

sus facultades de representación, pero aún cunndo fueren omisos, 

el administrador referido gozaría de faculti.ldes de 

representación, dimanadas de la propia ley. 

La representación es pues, una de lus instituciones 

jurídicas a través de las cuales se realizan válida y eficazmente 

actos jurídicos sobre un patrimonio ajeno. Pero es importante 

insistir en que no es la única via. Existen otras instituciones 

en virtud de las cuales una persona realiza actos en el 

patrimonio de otro, sin ser su representante y sin actuar en su 

nombre. 
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Lo propio de la representación consiste en la actuación 

11 a nombre del representado", lo que no sucede en otros casos de 

actos realizados sobre el patrimonio ajeno, que con frecuencia se 

confunde con fenómenos representativos y en los que existen una 

verdadera sustitución. 

Es inneguble que la representación es la principal 

figura jurídica para producir efectos en el patrimonio ajeno, 

obrando en nombre y en interés del representado, lo cual coloca 

a la institución que se comenta como uno de los principales 

pilares jurídicos del mundo moderno. 

Por otro lado, en derecho, la palabra personalidad del 

Latln person~litas-atis, conjunto de cualidades que constituyen 

a la persona, tiene varias acepciones: 

Se utiliza para indicar la cualidad de la persona en 

virtud de la cual se le considera centro de imputación de normas 

juridicas o sujetos de derechos y obligaciones. Esta acepción se 

encuentra muy vinculada con el concepto de persona y sus temas 

conexos, como la distinción entre personas fisica y la moral o 

colectiva, las teorías acerca de la personalidad jurídica etc. 

Así mismo, el vocablo personalidad se utiliza en otros 

sentido, que en algunos sistemas jurídicos se denomina 

personería, para indicar el conjunto de elementos que permiten 

constatar las facultades de alguien para representar a otro, 
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generalmente a una persona moral. Así cuando se habla de 

acreditar la personalidad de un representante, se hace referencia 

a los elementos constitutivos de esa representación. 

cuando el representante de otro ejerce su 

representación en juicio o fuera de él, surge la necesidad de 

examinar los documentos, hechos o circunstancias en virtud de los 

cuales se ostenta como 11 representante 1', como persona legitimada 

para realizar el acto de referencia en una esfera jurídica 

distinta de la propia: surge, en una palabra, la necesidad de 

acreditar su personalidad. 

corno es lógico, estos elementos varían en cada caso, 

atendiendo a varios criterios: a la naturc.leza de las persona, 

física o moral, representada, a la fuente de que dimana la 

representación, a la clase de acto, contrato o diligencia que se 

pretende realizar y, con cada vez más frecuencia a las 

restricciones que crecientemente establece el poder público 

respecto de ciertas personas y área de la actividad económica. 

Así tenemos que la representación es una institución 

Jurídica de muy amplia significación y aplicación y que entraña 

la posiblidad de que una persona realice actos jurídicos por 

otra, ocupando su lugar o actuando por ella. 

El urticulo 689 de la Ley Federa 1 del Trabajo establece 

"Son parte en el proceso del trabajo, las personas físicas o 
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morales, que acrediten su interés jurldico en el proceso y 

ejerciten acciones u opongan excepciones". 

Para poder acreditar el interés jurídico, es necesario 

que tanto la persona física como la persona moral lo de muestren 

con los documentos idóneos. Entonces, de conformidad con lo 

previsto en el numerül 692 de la Legislación Laboral, en materia 

procesal la representación se puede otorgar de diferentes 

maneras; en todo caso se autoriza a las partes a comparecer a 

juicio en forma directa o por conducto de upodcrado legalmente 

autorizado, expresión genérica de la que deriva que la 

representación es una consecuencia ele los poderes otorgados. 

Una primera forma se prevé en la fracción I para los 

apoderados de personas físicas, que podrán acreditar el mandato 

mediante poder notarial o carta poder firmada por el otorgante y 

ante dos testigos, sin necesidad de ratificación ante la Junta. 

"El mandato, del Latin mandatum, es un contrato por el 

cual una persona llamada mandatario se obliga a ejecutar por 

cuenta de otra denominada mandante de los actos jurldicos que 

éste le encarga". (5) 

(S) Diccionario Juridico Mexicano, Inatituto de Investigación Juridicas, UNAM, 
1986. p. 136. 
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El mandato puede ser con o sin presentación. Puede ser 

para actos jurldicos específicos o puede ser mandato general, es 

decir, para pleitos y cobranzas, para administrar bienes o para 

actos do dominio, bastando insertar en los poderes la mención de 

éstas facultades para que el apoderodo esté lcc;itimado para 

actuar en la extensión de las mismas. 

De todo esto se deduce que el mandato en sí mismo tiene 

efectos entre las partes¡ para que se actúe frente a terceros se 

requiere un poder de representación. 

El poder de representación es un acto unilateral que el 

mandante realizll frente a terceros a efecto de investir al 

mandatario de determinadas facultades; por esta razón el 

legislador mexicano exige que el poder del mandato se otorgue en 

escritura pública o en carta poder firmada ante dos testigos y 

con ratificación de firmas del otorgante y testigos ante notario, 

ante los jueces o autoridades administrativas: cuando el poder 

sea general, cuando el interés del negocio llegue a cinco mil 

pesos o exceda de esa suma y en términos generales, cuando el 

mandatario haya de ejecutar algún acto que conforme a la ley debe 

constar en instrumento público. 

Otra forma diferente de representación en materia 

laboral aparece en la fracción II del articulo 692, que menciona: 
\ 

11 cuando el apoderado actúe como representante legal de persona 

moral en cuyo caso la única exigencia es que ese carácter conste 
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en un testimonio -notarial 11 

Por Testimonio Notarial debemos entender la copia 

1nte9ra del instrumento, escritura o acta notarial y se 

transcribe O Se incluyen repractllcidos los docuffientos anexos que 

obran en el apéndice. 

La tercera posibilidad incluida en la fracción III, 

atiende a los casos en que el compar-ecicnte se ostenta como 

apoderado de personLl mora 1, en cuyo caso podrá acreditar su 

personalidad mediante testimonio notarinl o carta poder otorgada 

ante dos testigos, previa comprobación de quien le otorga el 

poder está legalmente autorizndo para eilo. 

La carta poder es un clocume>nto privado, redactado en 

formu de carta, suscrito por e 1 otorqante y dos testigos mediante 

el cual se apodera a determinada persona para la realización de 

actos juridicos que el propio documento exprese. 

Por último, los representantes de los sindicatos 

deberán acreditar su personalidad con la certificación que les 

extienda la Secretaria del Trabajo y Previsión social, o la Junta 

Local de Conciliación y Arbitraje, de haber quedado registrada la 

directiva del sindicato. 

Ahora bien, la Legislación laboral en el precepto 

apoderado y representante a que hace mención en el articulo 692 
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crea ~ierta ~onfusión, ya que la fracción III del citado articulo 

plante~ una alternativa que podria tener cierto valor 

si.~.t0inátl~O :-'el Co11.1pareciente que actúe como apoderado de persona 

m~-~~1·,_':._ -~é?dr_á_:- acreditar su personalidad mediante testimonio 

ry~i:al::i~l ·-~-.s?'io con carta poder otorgada ante dos testigos previa 

colnprObáci-ón ~e qu1en la otorga está legalmente autorizado para 

eilo. 

Este mecanismo hace alusión de acuerdo a la ley, a tres 

tipos de apoderado: 

a) Apoderado representante Legal. El mandato deberá 

constar en escritura pública y el mandatario deberá tener 

facultades para conciliar y transigir. 

b) Apoderado con mandato otorgado en escritura pública.. 

Podrá ser rnandatílrio general o especial y la escriturn deberá 

contener las facultades de quien le otorga el mandato. 

e) Apoderado especial con mandato otorgado mediante 

carta poder. La condición para que un mandato otorgc1do en carta 

poder pueda ser general es que se firme ante dos testigos y que 

las firmas se ratifiquen ante notario, los jueces o autoridades 

administrativas correspondientes. 

Desde un punto de vista muy personal, la distinción 

entre apoderado y representantes es, un tanto artificial a partir 
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de que también los representantes -son apoderados, según se 

desprende del ·propio articulo 692 y de la naturaleza misma del 

contrato de mandato. 

siguiendo este orden de ideas, la Legislación Laboral 

establece que las Juntas podrán tener por acreditada ln 

personalidad de los representantes de los trabajadores o 

sindícatos 1 sin sujetarse a los lineamientos del artículo 692 de 

la Ley Federal del Trabajo, siempre de que los documentos 

exhibidos lleguen al convencimiento de que efectivamente se 

representa a Ja parte interesada. 

La mismcl Ley Federal del 'l'rnbajo establece que el poder 

que se otorga al trabajador para ser representado en juicio se 

entenderá conferido pura demandar todas las prestaciones 

principales y accesorias que correspondan, aunque no se expresen 

en el mismo. 

Los trabajadores, los patrones y las organizaciones 

sindicales, podrán otorgar Poder mediante simple comparecencia 

previa identificación, ante las Juntas del lugar de su 

residencia, para que los representen ante cualquier autoridad del 

trabajo; la personalidad se acreditará con la copia certificada 

que se expida de la misma. En este caso los representantes o 

apoderados podrán acreditar su personalidad, exhibiendo copia 

simple fotostática para su cotejo can el documento original o 

certificado por la autoridad. 
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En otro aspecto, nuestra Constitución General de la 

Repúb_lica garantiza en su rirticulo 5o. la libertad de trabajo. El 

goce y ejercicio de este derecho tiene diversas fronteras, entre 

las cuales encontramos la prohibición de utilizar el trabajo de 

los menores de catorce años y mayores de esta edad y menores de 

dieciséis, que no hayan terminado su educación obligutoria, salvo 

los casos de excepción que apruebe la autorid<-ld correspondiente. 

En México, los mayores de dieciséis años tienen plena 

capacidad para prestar libremente sus servicios¡ en tanto que los 

mayores de catorce y menores Ue dieciséis, necesitan de 

autorización de sus padres o tutores; a falto de ellos del 

sindicato a que pertenezcan, de la ,Junta <le Co11ci liación y 

Arbitruje, del inspector del trubajo o de la autoridad política. 

La Legislación Laboral establece que los menores 

trabajadores tienen capacidad para comparecer a juicio sin 

necesidad de autorización alguna, pero en el caso de no estar 

asesorados en juicio, la Junta solicitará la intervención de la 

Procuraduria de la Defensa del Trabnjo para tal efecto. 

Tratándose de menores de 16 años, la Procuraduría de la Defensa 

del Trabajo les designará un representante. 
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3.4.- PERSONALIDAD DE LAS PARTES DE UN JUICIO LABORAL. 

Un tópico verdaderamente revelante es el que se 

refiere a la comparecencia o personalidad de las partes en las 

etapas de conciliación y de demanda y de exepc i enes en la 

primera audiencia del Juicio Laboral, el que ha suscitado desde 

la promulgación de las reformas procesales de .1980, las más 

diversas controversias, sin lograrse hasta el presente un 

consenso general en la doctrina sobre aspecto tan importante de 

la litis laboral. 

En tal virtud y de acuerdo con el criterio de nuestros 

Tribunales de Trabajo, Tribunales Colegiados de Circuito y 

suprema Corte de Justicia, lo más conveniente a fin de evitar 

posibles contrariedades procesnlcs, es tener presente lo 

dispuesto en el articulo 876 de la Ley Federal del 'l'rdbajo, que 

señala en su fracción I en forma impera ti va, que en la fase 

conciliatoria las partes comparecerán a las juntas, sin abogados 

patrones, asesores o apoderados¡ la interpretación juridica del 

vocablo 11 personalmente 11 debe entenderse en el sentido en que las 

partes concurran directamente ante la junta y no por conducto de 

apoderado, y que cuando se trate de apoderados morales, éstas 

podrán hacerlo por conducto de las personas que dentro de la 

relación laboral tengan la representación del patrón conforme a 

lo dispuesto en el articulo II de La Ley Federal del 'l'rabajo 

Consecuentemente aún cuando el representante de la empresa haya 

otorgado poder general para pleitos y cobranzas, en el que se le 
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confiere al apoderado facultades para comparecer a juicio, con el 

carácter de representante legal de su mandante, tal personalidad 

no faculta aquél para conclirrir a la etapa de conciliación, por 

cuanto que, siendo esencialmente apoderado de la empresa 

demandada, no tiene dentro de la relación laboral, la 

representación del putrón a que alude el artículo 1I de la 

mencionada Ley, el que literalmente dispone: "Los d.i rectores, 

administradores, gerentes y demils personas que ejerzan funciones 

de dirección o administración en la empresa o establecimiento, 

serán considerados representantes del p<.ltt·ón y en ta 1 concepto 

lo obligasen en sus rcl<1ciones con los trabajadores". Además se 

debe considerar que justifiquen su pcrsonillidnd, cuando se 

trata de personas morales no mediante simple carta poder sino 

con poder notarial, en el que se deber,i consignarse, por 

ejernpl.o, entre otros particulares los siguientes: 

... Entendiéndose que el presente poder se confiere 

expresamente para que indistintamente cualquiera de los 

apoderados citados, comparezca a las Juntas Federales y Locales 

de Conciliación y Arbitraje y demás Autoridades y Tribunales 

Laborales del pais a reulizilr todas las gestiones y trámites 

necesarios en que sea parte: asuntos en los que comparecerá con 

el carácter de representante legal de la mandante en los 

términos de la Ley de Sociedades Mercan ti les y consecuentemente 

como representante del patrón en los términos del articulo 11 de 

la Ley Federal del Trabajo, actuando por tanto como 

administrador y representante lega 1 en los términos de los 
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artículos 692, fracción II, 789 y 876 de la Ley Federal del 

Trabajo. 

Consecuentemente comparecerá a los procedimientos ante 

las autoridades del trabajo a la etapa de conciliación, teniendo 

facultades para llegar a cualquier arreglo en interés de lu 

mandante, asI como la etapa de Demanda y Excepciones. 

En los términos de lo dispuesto en el Artículo 786 de 

la mencionada Ley, los apoderados instituidos cuenta con 

facultades para absolver posiciones a nombre de su representada. 

Los poderes conferidos, podrán ser ejercitados por los 

apoderados en forma unitaria. 

De todos es conocido el criterio del legislador 

expuesto en el Diario de Sesiones y en la Exposición de Motivos 

de las reformas procesales de 1980, en cuanto a darle el mayor 

énfasis e importancia posible a la etapa de Conciliación, 11 con el 

fin plausible, de lograr en esa primera etapa del procedimiento 

laboral, un acuerdo, advenimiento o transacción de las partes en 

conflicto, evitando así la prosecución del juicio laboral, con su 

secuela de tiempo, esfuerzo y trastornos en el centro de trabajo 

respectivo". 

Consideraron dichos legisladores del ochenta, que para 

lograr el deseado arreglo entre las partes en conflicto, en forma 
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ágil y expedita, ·deb_ian._ comparecer a las etapas de Conciliación 

y demanda Y. 'EKceP~iones, PERSONALMENTE las partes interesadas, 

sin sus ~épresen~ánt~~~o ~poderados. 

Consecuentemente fue recogido este criterio por c!l 

Articulo 876 de la Ley Federal del Trabajo en vigor, que 

establece en sus incisos I, II y VI lo siguiente: 

Articulo 876. La etapa de Conciliución se desarrollará 

en la siguiente forma: 

r.- Las partes cornpareceríln PERSONALMENTE a la junta, 

sin abogados patronos, asesores o apoderados. 

II. - La junto intcrvcndr{J pard la Celebración de 

pláticas entre la~. partes y exhortará a las mismas para que 

procuren llegar a un arreglo conciliatorio. 

VI.- De no haber concurrido las partes a la 

conciliación se les tendrá por inconformes con todo arreglo y 

deberán presentarse personalmente a la etapa Demanda y 

Excepciones. 

De la simple lectura de precepto en cita, se aprecian 

omisiones y falta de claridad. 

En efecto, no señala, corno debía hacerlo, quienes 



76 

pueden comp~~ece'r "p.e~s.Oria~m0rit~ 11 , ~tatándose de personas morales 

máxime en {ó~· ·j·ú·ic~~:~,- aei- t~abaj.O, - aonde· ca.si -siempre una ae ias 

apa~t:~s, : ~-~:<P~1:~~~~~ :. mora1» . : :L~~ 
--"<'..'-<,:·-~::-.-.··<' ·_·:_ 

- - -- 'P.ar:c:>-io'mtis -5ignif icativo Y discutible juridicamente ª 

éste re~pecto, es el criterio establecido por nuestros tribunales 

de Trabajo, adoptadas por los presidEmtes de las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje de la República, en reunión celebrada 

los días 22 al 25 de Junio de 1980, en la Ciudad de oaxaca y 

sustentado así mismo por los Tribunales Colegiados de circuito, 

en el sentido de que si las ptlrtes no compa!.·ccen PERSONALMENTE 

a la etapa de Conciliación, los abogados o representantes legales 

de las mismas, NO PODR/\N COMPARECER p_ \,/\ E1'/\P/\ DE IJl:M/\NDA Y 

EXCEPCIONLS, quedGndo por ello invalidados, como sanción o 

castigo, de comparecer a. la segunda e importunte etapa de la 

prirneru cl.Udienci<l, declarándose ndcm.:ls. por no haber asistido a 

la etapa de conciliación, que se tiene a su perjuicio, por 

contestada ln demanda en sentido afirmativo. 

Es importante señalar que la comentada determinación de 

nuestros órganos jurisdiccionales, contraviene lo dispuesto en el 

artículo 692 de la Ley de la materia, el que a la letra 

establece: 11 que las partes podrán comparecer a juicio, en forma 

directa o por conducto de apoderados legalmente autorizados", y 

siendo lo cierto que juridica y procedimentalmente el juicio 

laboral comienza en la etapa de Demanda y Excepciones y no en la 

etapa de Conciliación, no tiene en nuestra legislación, soporte 
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legal alguno¡:, la :, 11 ~anci6n 11 comentada, que en estos casos vienen 

apliéando,nuestros Tribunales del Trabajo, 

P~r otra _parte debemos tener presente que la 

personalidad en e!f amparo y también en primera instancia, debe y 

puede examinarse de oficio y en cualquier estado del juicio pues 

no es necesario que una de las partes en el amparo objete la 

personalidad de ld otra, para que e 1 Juez que conoce de un 

procedimiento laboral, proceda u examinar dicha cuestión, ya que 

la materia relativa a la personalidad es de derecho público y 

siempre debe cxaninun:;e de oficio, por ser lti base fundamental 

del procedimiento, debiendo los Jueces rechazar la personalidad, 

en cualquier momento del juicio en que adviertan los defectos de 

que adolece el titulo que la acredita, y sin que para ello sea 

obstáculo no haberla desc-chlldO desde el principio. 

Co~o las cuestiones de Pe>rsonalidad son de previo y 

especial pronunciamic-nto, no debemos olvidar que el agraviado 

debe impugnarla de inmediato, y no esperar hasta que se reclame 

el laudo en amparo indirecto, para hacerla valer como violación 

procesa 1, porque no se encuentra comprendida en ninguna de las 

hipótesis del artículo 159 de la Ley de Amparo. 

Asimismo debemos tener presente que el apoderado de 

persona moral al propio tiempo que acredita su personalidad con 

el poder a que antes nos hemos re fer ido, deberá acreditar, 

también notarialmente, que la persona que le otorgó el poder 
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estaba facultada para ello. 

Oe no hacerlo, en cualquier tiempo podrá sobreponerse 

el procedimiento instaurado y si no lo hace la autoridad 

jurisdiccional, podrá y deberá hacerlo el Juez de Distrito 

correspondiente, y si no, el Tribunal Colegiado de circuito o la 

Suprema Corte de Justicia al conocer del juicio de amparo que se 

establezca. 

JURISPRUDENCIA DE LA fl. SUPREMA COR'rE DE JUS'!'ICIA DE LA NACION. 

PERSONALIDAD, CONTRA LOS /\CUERDOS QUE LA TIENEN POR ACREDITADA, 

PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO. 

Las resoluciones de las juntas de Conciliación y 

Arbitraje, que tienen por acreditada la personalidad de los 

comparecientes como representantes de las partes, son actos que 

no pueden repararse en el Laudo, por lo que deben impugnarse en 

amparo indirecto, de acuerdo con lo dispuesto en la fracción IV 

del articulo 114 de la Ley de Ampuro. 

Jurisprudencia 155 (Séptimo Epoca), Pág. 151, volumen 4a Sala 

Quinta Parte, Apéndice 1917-1975. 

Publicada en la páginu 601 del IV '!'orno de Actualización 

Laboral.- Ediciones Hayo. 
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PERSONALIDAD., PROCEDE EL AMPARO INDIREC~'O CON'rRA LAS RESOLUCIONES 

QUE TIENEN POR ACREDITADA LA. 

---Las __ resoluciones en que la Juntn de Conciliación y 

Arbitraje tiene por acreditada la personalidad de las 

comparecientes como representantes de las partes, son actos que 

no pueden repararse en el Laudo, y en estos condiciones, tales 

resoluciones deben impugnarse, no al promoverse el juicio de 

amparo directo contra el propio lnudo, sino mediante el amparo 

indirecto. 

Informe de 1984, Segunda Parte, Cuarta Sala, Pág. 16. 

3, 5, - ACTUACIONES DE LAS JUN1'AS. TIEMPO DE PRACTICARLAS. 

Después del punto de vista procesal la palabra 

11 actuación 11 , tiene dos sentidos, uno restringido y otro amplio. 

Actuación es la actividad propia del órgano jurisdiccional, o 

sea, los actos que ha de llevar a cabo en ejercicio de sus 

funciones. 

En sentido más restringido, la actuación es la 

constancia escrita de los actos procesales que se practican y 

que, en conjunto, forman los expedientes o cuadernos de cada 

proceso o juicio. 
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Normalmente se confunden el término de actuaciones con 

el de diligencias. Pero la diferencia es notoria, ya que las 

diligencias son los actos procesales en los que se cumple lo 

ordenado por el juez. Las actuaciones son el género y la 

diligencia es la especie. 

Las actuaciones de las juntas deben practicarse en dias 

y horas hábiles, bajo perna de nulidad, siempre que la Ley no 

disponga otra cosa. 

Son dias hábiles para efectos de las actuaciones 

procesales todos los del año con excepción de los sábados y 

domingos, los de descanso obligatorio, los festivos que señale el 

calendario oficial y aquellos en que la Junta suspenda sus 

labores ya sea por vacaciones, desfiles, cte. 

Se considerara horas hábiles las que están comprendidas 

entre las siete y las diecinueve horas, exceptuando el 

procedimiento de huelga, en el que todos los días y horas son 

hábiles. 

Atendiendo a diversas circunstancias del caso y por la 

imposibilidad o la justificación los presidentes de las juntas, 

los de las Juntas especiales y los auxiliares, pueden habilitar 

los dias y horas inhábiles para que se practiquen diligencias, 

cuando haya causa justificada, expresando concreta y claramente 

cuál es ésta, asi corno las diligencias que hayan de practicarse. 
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Para evitar que la parte contraria conozca los 

elementos con que cuenta la otra parte, la audiencia o diligencia 

que se inicie en dia y hora hábil podrá continuarse hasta su 

terminación sin suspenderla y sin necesidad de habilitación 

expresa. En el supuesto de que se suspenda la audiencia o 

diligencia, ésta deberá continuar el siguiente día hábil; la 

Junta hará con.stnr en actos la razón de la suspensión. (Esta es 

una facultad discrecional con que cuentan las Juntas en atención 

a los horarios y disposición de su person~l). 

Ahora, los actos en qt1e so consignen las act11aciones 

procesales ser/in autorizadas por el Secretario, excepción hecha 

de las diligencias encomendadas a otros funcionarios; lo uctuado 

en audiencias se hará constar e11 actas, las que deberán ser 

firmadas por las personas que en ellas intervinieron, cuando 

quieran y sepan hacerlo. 

En relación con las audiencias, estas son el conjunto 

de actos procesales que realizan las juntas por medio de los 

representantes que las integran, oyendo a las partes y a través 

de los cuales se desarrolla prácticamente el proceso laboral, ya 

que es preponderantemente oral. 

a) En las audiencias que se celebren se requiere de la 

presencia física de las partes o de sus representantes o 

apoderados, salvo disposición en contrario. 
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Es cierto que en las audiencias las partes pueden 

comparecer por escrito, sin embargo, es obligatorio su presencia 

física o de sus apoderados, ya que en caso de incomparecencia se 

le harán efectivos los apercibimientos decretados en autos. 

b) Las audiencias serán públicas, la Junta podrá 

ordenar, de oficio o a instancia de parte, que sean a puerta 

cerrada, cuando así lo exija o convenga el mejor despacho de los 

negocios la moral o las buenas costumbres. 



C A P I T U L O IV 
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c A p I T u L o rv 

4.1.- CONCEPTO DE PROCESO. 

La palabra proceso, deriva etimológicamente del latín 

processus, que significa acción de ir hacia adelante. 

Para entender y comprender lo que es el proceso, es 

necesario previamente referirse .11 concepto de litigio, el cual 

no es un concepto esencialmente procesal, porque todo proceso 

presupone un 1 it ig io pero, no todo 1 i tiqio desemboca 

necesariamente en un proceso. 

El litigio forma parte, en general, de los fenómenos de 

la conflictiva social, pues es el choque de fuerzas contrarias, 

cuando dicho choque de fuerzas mílntiene un equilibrio, el grupo 

social progresa y se mantiene estable, pero cuando esas fuerzas 

no se mantienen en equilibrio, será un sintoma patológico social. 

Es por ello que el litigio es el conflicto 

juridicarnente trascendente que constituye el punto de partida o 

causa determinante de un proceso. De esto se infiere que el 

litigio es siempre el contenido y el antecedente de un proceso y 

es por ello que el proceso es un medio de solución del litigio. 
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El proceso viene a ser un instrumento para solucionar 

ciertos tipos de conflictiva social, es decir, se quiere ver en 

el proceso un instrumento de solución de la conflictiva social, 

que permita el mantenimiento de ese equilibrio de las relaciones 

jurldicas contrapuestas que por su choque entre ellas, amenazan 

la paz social. 

El Derecho, como norma que determina la conducta 

social presupone que los destinatarios habrán de observarlo 

espontáneamente. Admite, sin embargo, la posibilidad contraria 

y con ese motivo estructura el proceso que es, en principio un 

conjunto de acciones destinadas a lograr el cumplimiento de las 

normas jurídicas que se dicen violadas. La idea de proceso 

envuelve, el propósito que, en términos generales es la 

procuración de la justicia o de In seguridad pública. 

Ahora bien, generalmente se atribuye al proceso un 

doble objeto o fin, el del mantenimiento de la legalidad 

establecida por el legislador (inmediato) y el consistente en la 

protección de los derechos particulares, o sea la tutela de los 

derechos llamados subjetivos (mediato). 

El objeto o fin del proceso, exactamente, es la 

jurisdicción, mediante cuyo ejercicio los órganos 

jurisdiccionales aseguran la eficacia de la legalidad. La 

protección de los intereses particulares no es el objeto del 

proceso, sino el resultado que este ofrece. 
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Por lo tanto, me adhiero al concepto que menciona: 

"el proceso será el conjunto de actos regulados por la ley y 

realizados con la finalidad de alcanzar la aplicación judicial 

del derecho objetivo y la satisfacción consiguiente del interés 

legalmente tutelado en el caso concreto, mediante una decisión 

del juez competente". (6) 

De esto se desprende, que el proce::;o tiene como 

finalidad Institucional la constancia en el orden juridico, es 

decir, el procurar su preservación, conservación y 

mantenimiento. 

4 .l.1.- PROCESO Y PROCEDIMIENTO, DISTINC!Otl Y RELAC!Oll. 

Ante el nacimiento y desarrollo desordenado de las 

Instituciones del Derecho Laboral y sus normas de aplicación e 

interpretación, es obvio que no existía una codificación armónica 

que pudiera distinguir tajantemente al Derecho Laboral del 

Derecho Procesal Laboral. Asi tampoco en principio se distinguió 

con claridad el proceso del procedimiento. Y tanto en la 

doctrina como en los textos legales encontramos una confusión ya 

que se han utilizado como términos sinónimos, lo que nos conduce 

(6) DE PINA Vara Rafael, Diccionario de Derecho, Editorial 
Porrua, México, D.F., p. 398. 
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a graves_ errores, sobre todo cuando se trata de precisar el 

alcanCe jurídico de cada Institución. 

Los términos proceso y procedimiento se emplean con 

frecuencia como sinónimos o como conceptos intercambiables pero, 

sin· embargo, la diferencia es marcada entre ellos, porque si 

bien todo proceso requiere para su desarrollo un procedimiento, 

no todo procedimiento es un proceso. 

El vocablo procedimiento es un sustantivo plural cuya 

raiz latina es procedo, proccssi, procedere, proceder, 

adelantarse, avanzar. En general el procedimiento es la manera 

de hacer una cosa o de realizar u11 acto. De aqui que ambos 

conceptos coincidan cm su carácter dinámico, reflejado en su 

común etimología, de procedere, 4ue signitica avanzat", caminar; 

paro el proceso, además de un procedimiento como forma de 

exteriorizarse, comprende los nexos que entre sus sujetos, o 

sea, las pnrtcs y el juez, se 

substanciación del litigio. 

establecen durante la 

El proceso se caracteriza por su finalidad 

Jurisdiccional compositiva del litigio, mientras que el 

procedimiento (que puede manifestarse fuera del campo procesal, 

como sucede en el orden administrativo o en el legislativo) se 

reduce a ser una coordinación de actos en marcha, relacionados o 

vinculados entre ~í por la unidad del efecto juridico final, que 

puede ser el de un proceso o el de una füse o fragmente suyo, 
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como por ejemplo el procedimiento incidental. 

El proceso es entonces un conjunto de procedimientos, 

entendiéndose éstos, como conjunto de formas o maneras de actuar, 

por lo anterior, la palabra procedimiento en el campo jurídico no 

debe ni puede ser utiJ iz;:¡da como sinónimo de proceso. El 

procedimiento se refiere a la forma de nctuar y, en este sentido, 

hay muchos y variados procedimientos administratj vos, notariales, 

registrales, etc. 

Así vemos que el proceso es un sistema para el 

desarrollo de la actividad jurisdiccional y existirá una 

finalidad compositiva del lltigJo inmorsi1 en el mismo. 

En cambio, el procedimiento es líl forma real, concreta, 

material del desenvolvimiento del proceso y por lo tanto hay una 

serie de actos unidos para el desarrollo de la actividad 

jurisdiccional ligados entre si y adminiculados por el resultado 

del acto final, al que no le interesa la función compositiva del 

litigio. Entonces todo proceso para su realización necesita de un 

procedimiento, aunque no todo procedimiento es un proceso; porque 

hay casos, corno el procedimiento incidental que se da dentro del 

proceso. 

El proceso es lo abstracto, en tanto que el 

procedimiento es lo concreto¡ el proceso es el continente y el 

procedimiento es el contenido. 
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4. 2. - DERECHO PROCESAL DEL TRABAJO. CONCEPTO Y GENERALIDADES. 

El derecho procesal no es más que un conjunto de normas 

cuyo objeto concreto es, precisamente, el proceso. Como conjunto 

de reglas de derecho procesal tiene una evidente vinculación con 

la acción legislativa del Estado, o desde una perspectivi3 de 

jurisprudencia integradora, con la acción de quienes al ejercer 

la función judicial o jurisdiccional, para no vincular 

necesariamente la expresión o la presencia de un Juez sirven al 

derecho positivo supliendo sus naturales def icícncias. Sin 

embargo, en una pretensión cientif ica tenemos que vincular al 

derecho procesal con la aportación de quienes lo convierten en el 

objeto principal de su tarea cientifica. Por último el derecho 

procesal, como instrumento paca hacer efectiva la justicia y la 

seguridad jurídica, que son pretensiones sociales, tiene que 

vivir vinculado a la realidad. 

Suele invocarse la unidad sustancial del proceso. Sin 

embargo no es recomendable su exposición conjunta, ya que puede 

ocurrir, que alguna de sus arma.::; contenga principios 

esencialmente discrepantes de los que sirven a las otras. Es el 

caso, v. gr., del derecho procesal del trabajo a partir de la 

reforma que entró en vigor el 10. de mayo de 1980. 

De acuerdo a la realidad mexicana podrian mencionarse 

las siguientes ramas: 

a) Derecho procesal civil. 
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b) Derecho procesal penal. 

e) Derecho procesal administrativo (contencioso 

adrnvo). 

d) Derecho procesal del trabajo. 

e) Derecho procesal fiscal. 

f) Derecho procesal internacional. 

El Derecho Procesal del Trabajo, es una de las ramas 

más jóvenes dentro del campo jurídico; no por ello es menos 

importante. En efecto, ante la imperante necesidad de una ram<J 

del derecho que consideran las particularidades propias de los 

negocios surgidos por las discrepancias obrero patronales y la 

participación del Estado en la impartición de la justicia 

laboral, surgió el Derecho Procesal Labornl, evidentemente 

emanado en principio del Derecho Procesal en General. 

La falta de sistema y uniformidéld en la elaboración de 

las leyes laborales, en su aplicación e interpretación por las 

autoridades, pusieron de manifiesto la necesidad de crear una 

ciencia, que regulase la actividad jurisdiccional de acuerdo a 

las caracteristicas propias de las normas sustantivas del 

Derecho del Trabajo, profundamente humanas y esencialmente 

dinámicas. 

En México hasta antes de la Ley Federal del Trabajo de 

1931, existia un verdadero caos en la aplicación de las normas 

laborales. Fue hasta la aparición de este ordenamiento cuando por 
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primera vez el Legislador dió muestras de una seria preocupación 

por ordenar más o menos sistemáticamente los principios propios 

y las características distintivas de las normas reguladoras de 

la actividad jurisdiccional del Estado, en la impartiesen de la 

justicia laboral. 

Por otro lado, múltiples son los conceptos que se han 

vertido en vía de definición del Derecho Procesal Laboral. Pero 

podríamos afirmar que el derecho procesal del trabajo es el 

conjunto de normas relativas a la solución jurisdiccional de los 

conflictos de trabajo. Esta definición, que intenta también ser 

sintética, pone de manifiesto la concepción normativa: derecho 

objetivo; la intervención del órgano competente¡ solución 

jurisdiccional y su objeto especifico; los conflictos de 

trabajo. 

4. 3. - CARACTERISTICAS DEL DERECHO PROCESAL LABORAL 

Mencionar cuáles son las características del derecho 

procesal del trabajo es determinar, más allá de su naturaleza, 

método y sistemática, aquellos atributos que perrni ten 

distinguirlo de otras disciplinas. Es prudente no confundir esos 

datos con los principios que lo presiden, aun cuando es obvio el 

parentesco que puedan guardar. 
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En realidad los principios expresarlan la política 

seguida por el legislador al dictar las normas procesales. Las 

c-aracte"r1sticas son, en alguna medida, el resultado de esos 

principios vertidos ya en disposiciones concretas que atribuyen 

al derecho procesal del trabajo un modo de ser diferente. Un 

ejemplo podrá aclarar esta diferencia. difícil: el principio de 

la inmediatez a virtud del cual los funcionarios que habrán de 

resolver los conflictos tienen que intervenir en todo el proceso 

para poder sensibilizarse ante su marcha y estar en condiciones 

de resolver "en conciencia", tul como Jo manda el art. 841 LFT, 

determina que se trate de un procedimiento sencillo, de tal 

manero que puedan conducir lo quienes por ser representantes 

sectoriales no necesariamente son peritos en derecho. El 

principio de la tutela en beneficio del trabajador produce, como 

caracteristica, el trato desigual a las partes. 

Las características que distinguen al derecho procesal 

del trabajo de otros derechos procesales serian las siguientes: 

a) Es derecho tutelar de una de las portes en el 

proceso. 

b) Las resoluciones de los tribunales de trabajo no 

solamente declaran la inobservancia de un derecho y determinan 

sus consecuencias sino que, además dan nacimiento a nuevas 

condiciones que deberán ser cumplidas en una determinada 

comunidad laboral. Esto pone de manifiesto el propósito 
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constitutivo de las.denominadas sentencias colectivas que ponen 

fin a -los ~01_1fl_ictos_ c:olectivos de carácter económico. 

~) ~as- au~oridades laborales deben de apreciar los 
" " 

héchos en cOriCJe_ncia al dictar sus raso luciones. 

d} La integración de los tribunales de trabajo es 

esencialmente sectorial. (7) 

4. 4. - LOS PRINCIPIOS DEL DERECHO PROCESAL LABORAL 

Cuando se afirma la ilUtonomía del derecho del trabajo 

se sostiene generalmente que éste tiene principios propios 

diferentes a los que inspiran otras ramas del derecho. Esto 

expresa una verdad indiscutjda, pero deja abierta la pregunta 

acerca de si los principio son, en el derecho del trabajo, 

conceptualmente iguales a los del derecho común, no obstante sus 

propósitos distintos. 

En realidad no es admjsible una versión alternativa de 

los principios. Corresponden, en rigor, a una idea única de valor 

universal. Lo difícil es encontrar una definición aceptable. 

(7) DE BUEN Lozana Neator, Derecho Procesal del Trabajo, Editorial Porrua, 
México, D.F •• 1990, P• 48 
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se est~·ma· _-que n~ ·p_uede ~aber diferencia conceptual 

entre uno~ y otros pi;incipiOs, pero si en cuanto a los motivos 

que los_inspi~an o, desd~ otra perspectiva, a las intenciones que 

expresa. 

El manejo de los principios generales del derecho 

resulta dificil porque, generalmente, el legislador prefiere 

hacerlos flotar como un punto de partida que se esconde en la 

letra de la ley en lugar de formular, respecto de ellos, 

declaraciones comprometedoras. 

El Legislador mexicano, en el campo concreto del 

derecho laboral, ha sido, sin embargo, un poco más audaz. A la 

Ley de 1970 se incorporaron principios sustantivos cuya 

declaración no deja lugar a dudas. Así en el art. 20. se expresa 

el propósito de L:is normas laborales de "conseguir el equilibrio 

y la justicia rJocial en las relaciones entre trabajadores y 

patrones 11 , que define un principio populista, pero en una clara 

tesis de capitalismo socializado. Así el art. Jo. puso de 

manifiesto la idea del trabajo corno derecho y deber sociales, 

subrayando además, en una generosa catarata de ideas, los 

principios de dignidad, respeto, libertad, garantía de la vida, 

de la salud y de un nivel decoroso en el orden económico para el 

trabajador y su familia. En el segundo párrafo se consagró el 

principio fundamental de la igualdad de trato entre los 

trabajadores y en el art. 18, el de la interpretación más 

favorable al trabajador en caso de duda sobre el sentido de las 
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normas de trabajo. 

La condición tutelar, en beneficio del trabajador, es 

un principio indiscutible del derecho individual que comparte con 

el administrativo laboral. El principio del equilibrio entre las 

partes, como meta normativa, por la via legislativa o a través de 

la contratación colectiva, resalta como la condición particular 

del derecho colectivo. 

Los principios del derecho procesal no se ex:presarón 

con claridad en las reglas de la ley de 1931 ni la de 1970. 

Sin embargo resulta evidente que al margen de que se 

encontraran ciertos principios más o menos encubiertos (oralidad, 

irnnediatez, sencillez, gratuidad, etc.} lo fundamental es que el 

derecho procesal laboral respondía a lu idea de la igualdad de 

las partes en el proceso. En eso radicaba una diferencia 

importante que indebidamente vinculada esas reglas mucho más que 

al espiritu predominante en el derecho colectivo que en el 

individual o en el ndministrativo. 

El nuevo 'l'itulo Catorce de la ley, a partir de 1980 ha 

puesto, en cambio, de manifiesto, una nueva política procesal que 

destaca a los principios y rompe en forma dramática con la tesis 

de la igualdad que ahora, en vez de ser un punto de partida es, 

simplemente, el objetivo a cumplir a través de un proceso 

netamente tutelar. 
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No obstante esta coincidencia actual, sí resulta 

necesario poner de manifiesto las semejanzas y diferencias que 

presentan los principios sustantivos y los procesales. 

En primer término, es obvio que tanto del dorecho 

sustantivo como el procesal intentan la realización de la 

justicia social, A ese efecto ambos estiman que existe una 

evidente desigualdad entre las partes, sustancialmente derivada 

de la difcrcnciu económica y como consecuencia, cultural, en que 

se encuentrun. En virtud de ello procura la igualdad como metíl. 

El derecho sustantivo, estableciendo de manera impositiva, 

inclusive por encima de la voluntad del trabajador, determinados 

derechos mínimos y cicrtíls obligaciones máximas. El derecho 

procesal reconociendo que el trabajador debe de ser auxiliado 

durante el proceso por la propia autor id ad juzgadoru., de manera 

que al momento de quedar el expediente en estado de resolución, 

la aportación procesa]. de las partes permita una resolución 

justa. 

Las diferencias son, a su vez, evidentes. Cada uno de 

los grandes capítulos del derecho sustantivo está destinado, en 

lo fundamental, a consagrar los derechos de los trabajadores o a 

reglamentar las vias para que éstos sean mejorados (contratación 

colectiva). En cambio el derecho procesal contlene las normas que 

pueden hacer efectivos esos derechos, cuando no son reconocidos 

por los patrones o sirve de instrumento para que aplicado las 

normas sustantivas que consagran el equilibrio entre las partes 
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como una finalidad laboral, se determinen coactivamente nuevos 

derechás. 

_En el Articulo 685 de la Ley Federal del Trabajo, el 

'pritñero cte la· reforma procesal de lo. de Mayo de 1980, se hace 

una amplia enunciación de los principios generales del derecho 

procesal del trabajo. 

El Artículo de referencia forma parte de un capitulo 

intitulado, precisamente "Principios procesilles 11 , que se 

desarrolla en cuatro artículos (685 al 688) a lo largo de los 

cuales se hace presente la política seguida en esta materia 

procesal. 

De conformidad con lo expuesto en los cuatro artículos 

que mencionamos, nuestra ley laboru consagra los siguientes 

principios generales del derecho procesal: a) Publicidad, b} 

Gratuidad, e) Inmediatez, d} Oralidad, e) Instancia de parte, f) 

concentración, g} Sencillez, h} Suplencia de la queja, i) Paridad 

procesal. 

LA PUBLICIDAD.- Esta característica, se encuentra 

refrendada por el numeral 720 de la Ley Laboral que expresamente 

dispone: "Las audiencias serán públicas". Lo anterior implica 

que las Juntas de Conciliación y Arbitraje deben permitir en el 

desarrollo de las audiencids la presencia del público interesado 

en presenciarlas, claro con la sola limitante de que no 
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intervengan'.?-· de_ alguna manera obstaculicen el desarrollo normal 

de las ·.'1'!dsmas y que por otra parte, las partes en conflicto 

puedan consultar en cualquier momento el contenido de los autos, 

escritos_y el resultado de las audiencias. 

Esta característica en el Derecho Procesal Mexicano 

tiene una excepción, y la consigna el propio articulo 720 antes 

referido, cuando dispone al referirse a las audiencias: "La Junta 

podrá ordenar, de oficio o a instancia de pr.rte, que sean a 

puerta cerrada, cuando lo exija el mejor despacho de los 

negocios, la morul o lils buenas costumbres". 

GRATUIDAD.- Esta caracteristica esta en función de la 

obligación del estado en proporcionar al gobernado todos los 

elementos necesarios en forma gratuita p~ra resolver los 

conflictos en forma pacifica y sin costo alguno p<lra las partes. 

su base jurídica se encuentra consignada en el artículo 17 

constitucional, ya que este precepto en su segunda parte dispone: 

"Los tribunales estarán expeditos para administrar justicia en 

los plazos y térmjnos que fije la Ley; su servicio será 

gratuito ... 11 

INMEDIATEZ.- Esta caracteristíca es una de las más 

importantes en nuestro derecho, pues implica que las autoridades 

encargadas de la administración de justicia, en la búsqueda de la 

verdad material tiene la obligación de estar en constante 

contacto personal con las partes y poseen la facultad de 
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presenciar personalmente el desarrollo de las audiencias y de esa 

forma compenetrarse de todas las incidencias que se susciten 

durante el procedimiento. Lo que implica o presupone que la 

misma persona que representa a la autoridad sea lu que reciba la 

demanda, conozca los prolegómenos del procedimiento y dicte el 

laudo que pone fin al juicio. conforme a las últimas reformas 

procesales el legislador hizo extensivo este principio o 

característica a las mismas partes en conflicto, ya que en el 

articulo 781 de la Ley Federal del Trabajo se consignó: "Las 

partes podrán interrogar libremente a las personas que 

intervengan en el desahogo de las pruebas, sobre los hechos 

controvertidos, hacerse mutuümente las preguntas que juzguen 

convenientes y examinar los documentos y objetos que se exhiban". 

ORALIO/\D. - Esta caracteristica es de las mils 

distintivas en el procedimiento laboral que sobrcGale respecto a 

las demás ramas del derecho, implicü el predominio de la palabra 

hablada sobre la escrita; sin que ello sea un impedimento para 

dejar constancia por escrito de todas las actuaciones que se dan 

a lo largo del procedimiento. Esta característica esta 

lntegramente ligada por el articulo 713 de la Ley Federal del 

Trabajo en vigor que dispone: ºEn las audiencias que se celebren 

se requerirá de la presencia física de las partes o de sus 

representantes o apoderados, salvo disposición en contrario de 

la ley". 

En relación con lo anterior la Cuarta Sala de la 
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suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido su opinión, que 

aunque relacionada con la Ley Federal de Trabajo de 1970, sigue 

teniendo vigencia, porque ésta característica de oralidad se 

conservó en las reformas procesales de 1980. 

"AUDIENCIAS EN EL JUICIO LABORAL, LAS PllRTES DEBEN COMPARECE!l 

PERSONALMENTE". -

El procedimiento en materia laboral requiere que las 

partes comparezcan personalmente a las audiencias, y no por 

escrita, debe tenérsele por no presente en la audiencia, pues de 

los articulas 753, 759 y 760 de la Ley Federal del Trabajo, 

(Arts. 876, 878 y 880 de las reformas de 1980), se desprende que 

las partes por sí o por su representante, deben ofrecer las 

pruebas oralmente, así como contestar la demanda en igual forma. 

Esto no implica que los sujetos de la relación procesal no puedan 

servirse de un escrito para tal ofrecimiento o tal contestación, 

pero es indispensable que las partes estCn presentes y que los 

escritos correspondientes sean reproducidos y ratificados en la 

audiencia. 

Amparo directo 867/82. Sindicato de la Empresa 

Cooperativa de Consumo Sección 65 11 5 de septiembre" c.T.M. 31 de 

octubre de 1973. Unanimidad de 4 votos, ponente : María Cristina 

Salmarán de Tamayo. 
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Precedente: 

Séptima Epoca Volumes XIV, Quinta Parte, Página lJ. 
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INSTANCIA DE PARTE.- Esta caracteristica no es 

exclusiva del Derecho Procesal Laboral, pues se da en la 

generalidad de todos los derechos procesales, y significa que la 

autoridad no puede intervenir o iniciar el procedimiento si no es 

instada por la purtc actora, o sea, no puede actuar de oficio, 

siendo necesaria la presentación de la demanda por parte del 

actor, para que como consecuencia de ello la autoridad laboral 

actúe. Esta característica ha sido tr.ita.cla por la Doctrina 

Juridica bajo el nombre de principio clispos.it.ivo y ha sido 

calificado como un verdact~ro triunfo de la libcrtild que gar,1ntiza 

la autonomía en el ejercicio de la acción procesal, como un 

patrimonio del gobor11ado y no de la autoridad. 

CONCENTRACION. - Esta caracterist ica consiste en la 

realización del mayor número posible de actos procesales en una 

solu audiencia. Trae como ventaja una mayor economía procesal y 

un impulso del procedimiento. Un ejemplo claro es la form~ en que 

el legislador ha dividido las audiencias en el procedimiento 

laboral. Conforme a la Ley Federal del 'frabajo de 1931 hdbia 

cuatro audiencias: La de Conci 1 iación; la de demanda y 

excepciones; la de ofrecimiento de pruebas y la de recepción de 

pruebas, Conforme a la Ley Federal del '!'raba jo de 1970 el 

procedimiento se desarrolló en tres audiencias: La de 
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conciliación, demanda y excepciones; de ofrecimiento de pruebas 

y de recepción de pruebas. Y a partir de las Reformas Procesales 

del primero de Mayo de 1980 sólo se llevan a cabo dos audiencias: 

La de conciliación, demanda y excepciones, ofrecimiento y 

admisión de pruebas y una segunda de recepción de pruebas. 

SENCILLEZ. - Esta característica también llamada de 

informalidad en el proceso, consiste en pretender simplificar las 

diversas actuaciones del procedimiento con la mayor sencillez en 

la forma. Se pretende que la actuación de la autoridad sea 

expedita y llana sin formalismos tradicionales que se utilizan en 

otras ramas del derecho. se busca que la historia escrita que 

necesariamente tiene que quedar ele los distintos pasos del 

procedimiento sea clara, breve y despojada de expresiones 

retóricas y rimbombantes y formalismos jnsípidos y tediosos. 

El legislador actual congruente con esta caracteristica 

sólo impone una formalidad especial para las actuaciones 

procesales y la misma se encuentra contenida en el articula 721 

de la Ley Federal del Trabajo, y consiste en que toda actuación 

deberá ser autorizada por el Secretario; hacerlo constar en 

actas, mismas que deberán ser firmadas por las personas que en 

ella intervengan, que quieran y sepan hacerlo. 

SUPLENCIA DE LA QUEJA. - Esta característica está siendo 

muy discutida por los maestros y estudiantes de derecho, porque 

viene a modificar substancialmente la esencia misma del derecho 
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procesal, toda vez que prácticamente pone a la autoridad laboral 

en el doble carácter de juez y parte. En efecto, el segundo 

párrafo del artículo 685 de las reformas procesales que entraron 

en vigor en el año de 1980 impone a la Junta la obligación de 

subsan.:ir la demanda del trabajador, cuando de las acciones 

intentadas o los hechos narrados se advierta que el actor tenga 

derecho a otras prestaciones, no reclnmadas expresamente, 

entonces la Junta supliendo la deficiencia de la queja, deberá a 

nombre del trabajador tener por ejercitadas las nuevas acciones. 

Esta modalidad incluida en la ley por el legislador, no 

tiene precedentes en nuestro derecho laboral ni en la 

jurisprudencia. Se advierte la influencia de una corriente 

totalmente proteccionista para la clase trabajadoru. Pero 

quiérase o no rompe con los principios doctrinales que sirven de 

base y fundamento a todo el derecho procesal. 

Por otra parte también se introdujo en la misma Ley un 

referendum a la nueva institución de la suplencia de la queja en 

el Derecho Laboral Mexicano, cuando en su articulo 873, segundo 

párrafo, dice: 

"Cuando el actor sea el trabajador o sus beneficiarios la 

Junta, en caso de que notare alguna irregularidad en el 

escrito de demanda, o que estuviere ejercitando acciones 

contradictorias, al admitir la demanda le señalara los 

defectos u omisiones en que a haya incurrido y lo prevendrá 
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para que los subsane dentro de un término de tres d1as 11 • 

Esta nueva característica de la Ley Federal del Trabajo 

rompe con el mundialmente conocido principio de igualdad o parida 

procesal; e inclusive pone a la autoridad en el campo de la 

parcialidad, nl tener que actuar de oficio en beneficio de la 

clase trabajadora. 

PARIDAD PROCESAL. - Independientemente de las anteriores 

características que der-ivamos de la Ley Federal del Trabajo, 

considero importante hu.cer referencia a uno de los principios 

fundamentales del derecho procesal, que la doctrina lo llama 

principio de igualdad o de paridad procesul. 

Este principio consiste en que el proceso a ambas 

partes se les debe de dar un trato igual; o dicho de otra forma, 

implica que actor y demandado tiene las mismas oportunidades de 

ataque y defensas. Se ha manifestado que este principio es el 

defensor de la tradicional idea de justicia. 

Las opciones doctrinales están divididas, cuando se 

hace referencia ~ este principio en el Derecho Procesal Laboral 

Mexicano. Los defensores del mismo lo consideran como necesario 

e indispensable para una buena administración de justicia. sus 

opositores opinan que no debe tratarse igual a los desiguales. 

Porque los patrones y los trabajadores no tienen los mismos 

recursos culturales y económicos y sostienen que la verdadera 



104 

paridad procesal está en tr~tar desigual a los Oesiguales. 

Lo cierto es que hasta antes de las ref orrnas a la Ley 

Federal del Trabajo que entraron en vigor el primero de mayo de 

1980, no se encuentra ningún precepto expreso como el nuevo 

articulo 685 segundo párrafo, que rompe con el principio de 

paridad procesal. Por otra parte, es evidente que en el seno del 

constituyente imperó este principio al momento de redactar el 

artículo 123 Constitucionul, que eG lil base y fundamento del 

derecho laboral mexicano. 



C A P I T U L O V 
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CAPITULO V 

5.1.- LOS TERMINOS.PROCESALES. 

El artículo 17 constitucional eleva al rango de 

Garant1a Individual el derecho que todo gobernado tiene a que los 

tribunales estén expeditos para administrar justicia, y la 

materia laboral no es la excepción. Por lo tanto que las Juntas 

administrar la justicia también están expeditas para 

obrero-patronal. Y para que la actividad jurisdiccional sea 

expedita, el tiempo juega un papel muy import<Jntc, debido a que 

existen derechos )' obligaciones de las partes y de la autoridad 

que no pueden qued<1.r a su cumplimiento voluntario o 

definitivnmente aplazado, por eso el legi.slador creó las figuras 

jurídicas de la prescripción, caducidad, preclusión, etc. y fijo 

términos fatales para la realización de determinados netos. 

El tiempo en el proceso es un factor de importancia 

decisiva, como en la vida. La eficacia de sus efectos se 

manifiesta por ejemplo, en su conexión con los dias y horas 

hábiles, con los términos judiciales, con la caducidad de la 

instancia, sin olvidar la trascendencia de la prescripción en el 

orden procesa 1. 

La influencia del tiempo en el proceso es, pues, 
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ineludible y ha de ser tenida muy en cuenta al regular las 

actividades en que la jurisdicción laboral se desenvuelve, por lo 

tanto lo más importante de los términos proces.:iles, es saber 

contarlos con el objeto de abocarse adecuada y oportunamente a 

las diversas etapas del procedimiento. 

5, 1.1. - TERMINOS Y PLAZOS. 

La palabra término expresa, en su acepción forense, el 

espacio de tiempo que se concede a las partes para evacuar o 

desahogar algün acto o diligencia judicial, considerándose 

generalmente como sinónimo de plazo. sin embargo, la doctrina 

procesal distingue entre término y plazo, entendiendo al primero 

como el espacio de tiempo que se fija para la realización 

conjunta de una actividad del tribunal con las partes o con otras 

personas; plazo, es el espacio de tiempo que generalmente se fija 

para la ejecución de actos procesales unilaterales para la 

actividad de las partes. 

En la Ley Federal del Trabajo, reformada, no existe 

ninguna diferencia entre términos y plazos, hablando únicamente 

de términos, aunque algunas veces se esté ante un plazo, y corno 

nuestra ley sólo se refiere a términos, éstos pueden definirse 

como determinados espacios de tiempo señalados para el ejercicio 

de un acto procesal. 
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De acuerdo con lo previsto por la Ley, los términos 

comenzarán a correr el dia siguiente al en que surtan sus efectos 

la notificación y se contará en ellos el día del vencimiento. 

Los términos procesa les se han e L:isi f icado en 

prorrogables e improrrogables, que ! levan en su propia 

denominación su exacta definición. 

conoce también como perentorios. 

Los improrrogables se les 

También suelen clasificarse en legales o concedidos por 

la Ley, sin que precisen decluración del órgano que juzga, y 

jurisdiccionales o judiciales, que son uqucllos que el órgano que 

juzga puede señalarlos dentro de lo autorizado por la Ley. 

En el proceso del trabajo, los términos son todos 

improrrogables o futnlcs en beneficio de la cclericlud y rapidez. 

Por n1zoncs obvias, en ningún término se contarán los 

dias en que no puedan tener lugar actuaciones ante las Juntas; 

sin embargo, quedan exceptuados de esta disposición los términos 

del procedimiento de huelga en el cua 1 todos los días son 

hábiles. 

Como regla general, cuando la realización o práctica de 

algún acto procesal o el ejercicio de un derecho, no tenga fijado 

un término, éste será el de tres díus hábiles, a fin de evitar 

que se prolongue indefinidamente el procedimiento. 
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La Ley Federal del Trabajo en vigor le dedica 

1ntegramente el Capitulo VI del Titulo catorce a la 

reglamentación de la forma en que surten sus efectos y deben 

computarse los términos procesales. 

En el desarrollo del procedimiento laboral encontramos 

los siguientes términos: 

a) El que corre entre la hora y fecha en que se deja 

citatorio al demandado y el momento del día siguiente, en que se 

lleva a cabo el emplazamiento. (Art. 734 fracc.III) 

b) El que corre entre el momento del ernplazamjento y la 

fecha de la audiencia de demanda, excepciones, ofrecimiento y 

admisión de prt1eb~s. (Art. B7J) 

e) El que corre entre la fecha de suspensión en la 

etapa de conciliación y la nueva fecha que se señale para 

continuar la audiencia. (Art. 876 fracc IV) 

d) El que corre entre la fecha de notificación del 

acuerdo de admisión de pruebas y la fecha de recepción de las 

mismas. 

e) El que corre entre la notificación que se hace a las 

partes y la fecha de recepción de su declaración confesional. 

f) El que corre entre la audiencia de la fecha donde se 
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~econvi~ne ·al actor,· y .la nueva fecha que se ~~ñ.ala para que 

conteste -la reconvención,'_ (Att; 87Bf_racc. VÚ) 

g) -El que-_corre entre'.Ú-. notifi_cación del acuerdo que 

señala hora y-fecha para_ la· audiehcia de discusión y votación del 

laudo y la fecha de realización de tal acto. (Art. 887) 

h) El que corre entre la fecha de publicación de 

edictos y la del remate de bienes. (Art. 971) 

i) El que corre entre lu .:rndiencia de remate y la nueva 

fecha de la siguiente almoneda. (Art. 974) 

j) El que corre entre 111 notificación del acuerdo que 

señala la hora y fecha para llevar a cabo una audiencia 

incidental y la fecha <le realización de la audiencia incidental. 

(Art. 763) 

k) El que corre entre la notificación del acuerdo que 

admite una demdnda <le tercería y la fecha de la realización de la 

audiencia incidental. (Art. 977 fracc. II) 

l) El que corre entre la fecha de emplazamiento a 

huelga y la audiencia de conciliación. (Art. 926) 

m) El que corre entre el emplazamiento a huelga y la 

fecha del estallamiento de la misma. (Art. 920) 



110 

5.1.2.- LA CADUCIDAD. 

Intirnamente ligada con el factor tiempo, y sobre todo 

con el tiempo dentro del procedimiento laboral, tenemos la 

figura jurídica de la Cuclucidad de la Instuncia. La caducidad es 

la sanción que la ley establece a la inactividad procesal de las 

partes como consccuencL1 la extinción del proceso, nu 1 i f icando 

por tanto los efectos procesales de las actuaciones, ya que 

técnicamente es un desistimiento tacita de acción. 

Así tenemos que estu figura jurídica "es la extinción 

de la Instancia judicial porque las dos partes han abandonado el 

ejercicio de la acción procesal" (B). o sea, que es la extinción 

de la relación jtiridica procesal consecuenciu de la 

inactividad del demandante y del dcmundado durante un cierto 

tiempo, (el señalado en el ordenamiento procedimental que la 

regule). Por el hecho de que el actor no promueva en el juicio 

durante cierto tiempo establece una presunción racional que no 

es su deseo llevarlo adelante, que ha perdido su interés de 

preseguir la contienda. 

La sociedad y el Estado tienen interés en que no haya 

litigios, porque son estados patológicos del organismo jurídico 

y los juicios pendientes por tiempo indefinido producen daños 

sociales; mantienen en un estado de inseguridad e incertidumbre 

(8) CORDODA. Romero Francisco, Derecho Procesal del Trabajo, Cárdenao Editor, 
México, D.F., 19B6, p. 56, 
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a los intereSes :ecoriómi.~oS Como mOraies ·materia: de_.ia contienda. 
. . . . 

Se ha dicho que·. ésta f igur.a e~tá en. favor: d.e .. la administración 

de just:ic;:l~»'-= -p~F- t9n_~r: 9.ºm~. fi~ali_~ad· ~vitar ·que se alarguen 

indefinidamente los procedimientos laborales y está acorde con 

el principio de celeridad procesal. 

La Ley Federal del Trabajo establece: "Los presidentes 

de las Juntas y los Auxiliares cuidarán, bajo su mAs estricta 

responsab.i lidud, que los juicios que ante ellos se tramiten no 

queden inactivos, proveyendo lo que conforme a la Ley, 

corresponda hasta dictar laudo, salvo disposición en contrario". 

constituye una novedtld de la reformo de la Ley de 

1980, la obligación que tienen los presidentes y los auxiliares 

de las JuntRs, que los juicios laborales que ante ellos se 

tramiten no queden inactivos. 

Ahora bien, en cuanto al modo de operar de la Caducidad 

la Legislación Laboral establece 11 cuando para continuar el 

trámite del juicio sea necesariri la promoc.ión del trabajador, y 

éste no lo haya efectuado dentro de un lapso de tres meses; el 

presidente de la Junta deberá ordenar que se le requiera para que 

la presente, con apercibimiento de que de no hacerlo operará la 

caducidad en un plazo de seis meses, lo que constituye un 

requisito indispensable de procesabilidad 11 • 

Es de advertirse, que esta disposición se considera de 
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dificil aplicación, ya que en la Ley de 1931 la caducidad operaba 

ipso facto, es deCir, por er simple transcurso del tiempo aun sin 

petición de partes; en la Ley de 1970, operaba cuando había 

dejado de formularse una promoción necesaria para impulsar el 

procedimiento en cierto tiempo. El precepto actual cierru la 

puerta a la. procedencia de la caducidad en contru de los 

trabajadores, toda vez que la autoridad del trabajo deberá 

recordarles la necesidad de promover, u efecto de cv i tar la 

caducidad, ya que en caso contrario se apllci1ria la sanción con 

un notorio detrimento de la puridad procesal. 

El articulo 773 de la Ley Laboral regula la caducidad 

en nuestro derecho mexicano en la siguiente forma: 11 Se tendr:-á por 

desistida de la acción intentada a toda persona que no haga 

promoción alguna en el término de seis meses, siempre que esa 

promosiónsea necesaria para la continuación del procedimiento". 

La segunda del artículo en consulta establece las 

siguientes reglas de excepción, en cuyos supuestos no opera la 

caducidad a pesar de haber transcurrido más de seis meses de 

inactividad procesal: 

a) Si ya están des~hogadas las pruebas del actor; 

b) Si está pendiente de dictarse resolución sobre 

alguna promoción de las partes; 

c) Si está pendiente 

diligencia; 

de practicarse alguna 

d) Si están pendientes de recibirse informe o copias 
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que ya se ·hubiesen solicitado. 

Cuando se promueve la caducidad, la Junta citará a las 

partes a una audiencia en la que después de oírlas y recibirlas 

pruebas que ofrezcan, que deberán referirse exclusivamente a la 

procedencia o improcedencia del desistimiento, dictará resolución 

(tramitación vía incidental), lo anterior, corno una garantía de 

audiencia y legalidad, y a efecto de no, dejar en estado de 

indefensión a la parte actora. 

5.1.J.- LA PRECLUSIOtl. 

Esta figura jurídica también tiene que ver con el 

factor tiempo en el proceso¡ y de mucha incidencia en los 

diferentes actos que se desarrollan a lo largo del procedimiento 

laboral, aunque en ocasiones se le pretenda ignorar ante la falta 

de precepto expreso en la Ley que la regula cm cada caso 

particular. 

Los actos procesales a cargo de las partes deben 

realizarse en tiempo, es decir, dentro del espacio que la Ley 

establece so pena de perder el derecho que debió ejercitarse en 

el término que transcurrió. 

En consecuencia, la preclusión consiste 11 en la pérdida 
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de una facultad procesal, por haberse llegado a los limites 

fijados por la Ley para el ejercicio de la misma (pena prcclusi 

del derecho común)" (9), Al efecto, la Ley de la materia en su 

articulo ?JB, menciona que, transcurridos los términos fijados a 

las partes, se tendrá por perdido su derecho que debierón 

ejercitar, sin necesidad de acusar la rebeldía por su omisa 

conducta. 

Acusar la rebeldia significa solicitar expresamente al 

tribunal la pérdida del derecho de la otra parte que pasó por 

alto la obligación consignada en algún acuerdo y el tiempo 

procesal para su desahogo. 

Entonces, la pr~clusión opera en el proceso para 

señalar las etapas del mismo, impidiendo a las partes regresar o 

volver hacia atrás en el trámite para integrar o corregir tal 

actividad, en beneficio de la seguridad juridica procesal y la 

definición del mismos proceso o principio de consumación del 

procedimiento. 

Es decir, las actuaciones con base en la figura de la 

preclusión llevan un orden lógico y en el menor plazo posible a 

la resolución final. 

La preclusión opera de oficio, sin necesidad de 

petición de parte interesada; es necesario en la práctica, 

(9) MORALES S. Hugo !talo, Derecho Procesal del Trabaio, Editorial Trillas, 
Héxlco, O.f.,1989,p.89. 
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recordar a la é!-~~~.~~dad lciboral eS:ta obligación por el exceso de 

trabajo de sus 'funéionarios. 

Eil'·~i\;r~~.eso es necesario plantear la diferencia entre 

la'_i:>rec~u~i~ry· y,· la.caducidad; ambas instituciones tienen lil misma 

na_~~ra}_~z-~ __ y esencia y, la única diferencia que se presenta entre 

ellas ·es de grado, ya que la caducidad podria considerarse como 

una preclusión máxima. 

Por lo anterior, si ld preclusión se refiere a la 

pérdida de un derecho procesal, la caducidad es la pérdida de 

todos los derechos procesales por la inílctividad de las artes, 

inactividad total y bilateral, un<l vez que transcurre determinado 

plazo que la ley señala. 

La caducidad no produce la pérdida de los derechos de 

fondo es decir, que la cuestión planteada puede replantearse en 

un proceso ulterior y distinto sin perjuicio del transcurso de 

los plazos de prescripción. 

Se puede considerar u la cuducidad, desde el ángulo 

procesal, como un verdadero desistimiento tácito bilateral, 

puesto que las partes en el proceso lo han abandonado y no tiene 

interés en proseguirlo. 
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5.1.4.- LA PRESCRIPCION. 

Por tener relación con el tiempo, aun cuando la 

prescripción es una figura juridica que no se integra dentro del 

procedimiento laboral, sino más bien dentro del inicio del mismo 

a quien ella beneficia solo puede hacer valer sus derechos dentro 

del procedimiento. En efecto, en nuc~•tro sistema de Derecho 

Laboral la prescripción no puede hacerse valer de oficio por las 

Juntas, y de su estudio únicamente puede ocuparse ul momento de 

pronunciarse el lado que ponga fin el juicio, sit'!mpre y cuando se 

haya opuesto oportunamente la excepción correspondiente. 

Prescripción, viene del latin praescriptio, onis, 

acción y efecto de prescribir. Y prescribir es adquirir una cosa 

o un derecho por la virtud juridica de su posición continuada 

durante el tiempo que la ley scfialR, o cnducar un derecho por 

lapso del tiempo sefialado también a este efecto para los diversos 

casos. 

La prescripción se puede definir de lñ siguiente 

manera: "Es el medio de adquirir bienes {positiva) o de liberarse 

de obligaciones (negativa} mediante el transcurso del tiempo y 

bajo las condiciones establecidas al efecto por la Ley 11
• (10) 

En nuestro Derecho Laboral, únicamente se contempla la 

(10) OE PIÑA Vara Rafael, Ob, cit. 392. 
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fase de la prescripción que se refiere a la pérdida de los 

derechos por el solo transcurso del tiempo. o sea cuando la Ley 

otorga un derecho al trabajador o al patrón, y éstos no lo 

ejercitan, se extingue su derecho por e 1 solo transcurso del 

tiempo. 

Esta figura jurídica de la descripción necesaria por el 

legislador, por que el interés social requiere certidumbre, 

seguridad, firmeza en las relaciones que se dan en el campo del 

derecho. Por eso se señalan en la ley en forma concreta los 

plazos precisos y definitivos en el que deben ejercitar sus 

derechos tanto patrones como trabajadores. 

La prescripción opera en el Derecho Laboral conforme a 

las reglas que señala la ley federal del trabñjo en los Articulas 

516 al 522. 

5. 2. - MEDIOS DE COMUNICACION PROCESAL. 

Las Juntas y las partes, una vez planteado el 

conflicto, deben de tener medios o mecanismos legales de 

comunicación entre ellas, entre otras Juntas y al mismo tiempo 

con personas extrañas a juicio {peritos, testigos, etc.) que 

intervienen en su desarrollo. 
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La actividad que en el proceso se desenvuelve entre las 

partes (y los sujetos procesales que, sin serlo actúen 

análogamente) y el órgano jurisdiccional; la cooperación al 

mismo de personas extrañas, que intervienen en su desarrollo, el 

auxilio qtle, en ocasiones, se precisa de otros órganos 

jurisdiccionales, nacionales y extranjeros, así como de 

autoridades de orden no jurisdiccional, exige t:1stablccer una 

regulación eficaz de los medios adecuados paril servir esta 

necesidad. 

Las leyes nnciondles y los Tratll.dos tntcrnacionales 

atienden a esta exigencia de la Administración de Justicia, que 

se manifiesta en todas sus distintas esferas. 

Hay que distinguir entre los medios de comunicación 

entre los jueces y tribunales con los particulares para hacer.les 

saber las resoluciones que dicten y los medios de comunicarse los 

jueces y tribunales nacionclles entre sí, con los poderes y 

autoridades de otro orden y con los jueces y tribunales 

extranjeros. 

Los medios de comunicación por lo que se refiere de la 

junta a las partes es: 

a) El emplazamiento. 

b} Las notificaciones. 

e) Las citaciones. 

d) Requerimientos. 
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Por lo que hace a las_Juntas entre sí con: 

a) Los exhortos. 

b) Los despachos o cartaa órdenes. 

e) Los suplicatorios (exhortos internacionales}. 

d) Mandamientos. 

e) Exposiciones y oficios. 

El emplazamiento, las más importante de todas las 

notificaciones es el llamamiento a juicio. Admitida la demanda 

por la junto, deberá ordenar el emplazamiento .:i juicio de la 

parte demandado. 

Por ello, el emplazamiento es un acto formal en virtud 

del cual se hace saber el demandado l.-:1 existencia de la demanda 

entablada en su contra por el actor, ·el acuerdo que admite la 

demanda y el señalamiento de dia y hora para la celebración de la 

primera audiencia (conciliación, demanda y excepciones, 

ofrecimiento y admisión de pruebas) . 

La citación procesal es el medio de comunicación que 

dirigen las autoridades judiciales a los particulares y consiste 

precisamente en un llamamiento que se hace al destinatario de tal 

medio para que comparezca o acuda a la práctica de alguna 

diligencia, fijándose por regla general, para tal efecto, día y 

hora precisos. 
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Es por ello que la citación es el acto jurfdico de 

hacer del conocimiento de un testigo, perito, ratificante, un 

acuerdo en que se haya ordenado la práctica de alguna diligencia. 

La citación debe reunir requisitos esenciales como es el del 

domicilio en que se practique, la hora y fecha en que se lleve a 

cabo; el nombro de ln persona con quien se entiende; la 

autoridad que lleva a cabo el acto y el motivo de la cita; o sea, 

para qué actos se cita, para qué hora y fecha, y por 

determinGción de qué autoridad se cita incluyendo los datos de 

identificación del juicio. 

Algunos estudiosos del derecho opinan que la citación 

y la notificación zen términos que equivalen a lo mismo; con los 

que no estarnos de acuerdo, porque si bien es verdad que en 

sentido amplio todo citatorio es una notificación, también es 

cierto que no todíl notificación es un citatorio (no es lo mismo 

citar a un testigo que notificar un laudo). Creo que la 

diferencia está en que los Tribunales Laborales utilizan las 

notificaciones para comunicarse con las partes en conflicto y en 

determinados supuestos con los terceros extraños a 1 procedimiento 

a quienes les podrá acarrear algún perjuicio el laudo; y las 

citaciones para comunicarse con las demás personas que con uno y 

otro carácter intervienen en el procedimiento, sin que tengan 

interés en el conflicto, como los testigos, peritos, etcétera. 

El Requerimiento es un medio de comunicación procesal, 

una notificación especial que debe ser hecha personalmente. Es 
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preestablecidas, se hace Saber una resolución judicial o 

administrativa a la persona a la· que- se_ reconoce como interesado 

en su conocimiento o se le ·requiere para que cumpla un acta 

procesal 11 
( 11) . 

Es por tanto la notificación una actuación judicial o 

administrativa cuya importuncia es milnifiesta si se toma en 

consideración que ninguna resolución dictada por un triburn:il, 

produce efecto ni puede causar perjuicio, si no se notifica a los 

interesados en ella, en la forma y términos que preceptúa la Ley 

respectiva. 

En materi.n de trabajo, como ocurre en la Civil, la 

notificación reviste extraordinaria importancin ya que no debe 

perderse de vista que sin ella las cuestiones judiciales y 

administrntivas se anularían por falta de los elementos 

indispensables de garantin en una tramitación que deberá ser 

siempre cuidadosa ya que versa sobre derechos que deben ser 

respetados. 

Yn se ha dicho que las notificaciones tienen por objeto 

hacer saber a las partes en el juicio, las resoluciones o 

acuerdos de las Juntn::>. En tal virtud, son actos iurldicos 

sacramentales, pues la falta de cualquiera de las formalidades 

que la Ley exige invalida la notificación misma, es decir, la 

(11) Diccionario Juridico Mexicano, ob. cit. p.162 
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validez juridica-_de-·las_'ac_tuacic:mes de l~ Jjinta dependerán de la 

estricta leg1alü~~d ·de .. -la~ -n~tif:~·ca~i~nes·. 

5.3.- EL DOMICILIO. 

Intimamente vinculado al tema de las notificaciones 

aparece el del domicilio. Dice el artículo 739 de la Ley Federal 

del Trabajo que 11 Las partes, en su primer comparecencia o 

escrito, deberán señalar domicilio dentro del lugar de residencia 

de la .Junta, para recibir notificaciones ; si no lo hacen, las 

notificaciones personales se harán por boletín o por estrados, 

según el caso, en los términos previstos en esta Ley. 

En lc1 parte inicial del segundo párrafo del mismo art. 

739 se indica que "Asimismo, deberán señalar domicilio en el que 

deba hacerse la primera notificación a lil persona o personas 

contra quienes promuevan". 

Lil ex.presión 11 domi.cilio 11 en la forma que la utiliza LF'l' 

no es, precisamente, coincidente con el concepto genérico de 

domicilio que, por ejemplo, utiliza la legislación Civil. 

La Legislación civil señala que 11 El domicilio de una 

'persona fisicn es el lugar donde reside con el propósito de 

establecerse en él; a falta de éste, el lugar en que tiene el 
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principal asiento de sus negocios; y a falta de uno y otro, el 

lugar en que se halle 11 El problema es que la expresión 11 lugar" 

no corresponde a la idea de cal~e y __ ntlmero, sino al de entidad 

politica y, específicamente-; a los --limites municipales. Las 

personas físicas y morales, tienen su domicilio en determinado 

municipio y su residencia, en un lugar especifico, identificado 

por calle y número y hoy, por un código postal. 

El 11 domicilio 11 mencionado en lu Ley Federal del Trabajo 

es, precisamente, el que coincide con el concepto de 11 residencia 11 

entendiendo por residencia el luCJar donde una persona fija de 

manera transi tarín su habitación; pero sin el propósito de 

establecerse, y debe expresarse mencionando calle y nlimero, sin 

que baste el sef\alamicnto de un municipio. 

Ahora bien, los elementos que integran el concepto de 

domicilio son dos: a) la residencia, es decir, la estancia en un 

lugar determinado, y b) el propósito o intención de establecerse 

en dicho lugc:ir. 

El domicilio es un atributo más de lo persona y desde 

el punto de vista juridico, es el centro al cuol se refiere los 

mayores efectos jurídicos. sirve de base para determinar la 

competencia de los jueces, y la mayor parte de los actos civiles, 

el lugar de cumplimiento de las obligaciones, el lugar para hacer 

las notificaciones judiciales, etc. 
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La doctrina jurídica llama también, .al domicilio, sede 

jurídica de la persona, y le atribuye los caracteres de fijeza, 

obligatoriedad y unidad. 

Reconocen todos los autore~ como concepto fundamental 

el de que el domicilio es la morada habitual, y ésta implica 

necesariamente el propósito de radicurse con permanencia en un 

sitio. Justamente el origen de la palubra domicilio significcJ 

11 domus" sin embargo, como puede prescntu.rse: el problema de que 

una persona no tenga residencia hnbitual con el propósito de 

vivir en un sitio determinado¡ es menester resolver la cuestión 

jurldica que se presenta pflra esta clase de sujetos. Es por ello 

que la Ley Laboral tiene que definir el domicilio cuando falta 

estos elementos reales y de los que se desprende el domicilio que 

podemos considerar ordinario. Así tenemos que el domicilio de una 

persona será el lugar donde tenga el principnl asiento de sus 

negocios, o el lugar donde se fija de manera transitoria su 

habitación. 

Es por ello, que la Ley Federal del Trab~jo, en su 

Articulo 739 en su segundo párrafo establece "Asimismo, deberán 

señalar domicilio en el que deba hacerse la primeru notificación 

a la persona o personas contra quienes promuevan. cuando no se 

localice ala persona, la notificación se hará en el domicilio que 

se hubiere señalado, de conformidad con lo dispuesto en el 

articulo 712 de esta Ley y faltando ese, la notificación se hará 

en el último local o lugar de trabajo en donde se prestaron los 
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servicios y en estos casos ,se_ fijarán ·.r'as. copfas de la demanda en 

los estrados. de la_ Junta"-'-

.. El·numeral.7l2·dé ra Ley Laboral establece: "Cuando el 

tr~baja<:Jol- ic}-O~re, el. nombre del patrón o la denominación o razón 

social de donde labora o laboró, deberá precisar cuando menos en 

su -escrito inicial de demanda el domicilio de la empresa, 

establecimiento, 0fic1'na o lugar ·en donde prestó o presta el 

trabajo y la actividad a que se dedica el prltrón 11 . 

Asimismo, el articulo 741 de la Ley Federal del 'rrabajo 

menciona¡ "Las notif i<..:aciones persont1 les se hurán en el domicilio 

señalado en autos, hasta en tanto no se designe nueva casa o 

local para ello; y las que se realicen en óstas condiciones, 

surtirán plenamente sus efectos''· 

Con lo anterior, se desprende que el concepto de 

domicilio en materia laboral es muy flexible, y esto obedece a un 

principio de derecho laboral en el que establece que el 

trabajador no tiene la obligación de conocer las cualidades 

jurídicas de su patrón sino que sólo debe identificarlo o 

precisar el lugar donde prestaba o pre~ta sus servicios. 

5. J. l.- DOMICILIO. ESPECIES. 

Atendiendo a la legislación civil, existen diferentes 
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especies de __ ~dom1c,i.liosi y_ qUe . .Por ail81ogia se aplican en materia 

laboral.-· 

·a) .Do.;icÚÍ.b volÜntario> El 0 que adopta la persona por 

deCis-i6n- tibl:1f~:·ae(~oi~rit·~~, ~~cÚ.eñdo ~árnbirirlo cuando mejor le 

parezca tambien llamado domicilio particular. 

b) Domicilio legal.- Es el lugar que la ley fija a una 

persona para el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de 

sus obligaciones. En estos cu.sos no es menester que exista la 

residencia habitual o el principal asiento ele los negocios, pues 

el derecho por otras razones permite y/o determina el domicilio, 

contrariando una situación objetiva que pudiera servir de base 

para fincar en otro lugar el clomicil io rea 1 de esa persona. El 

sistema jurídico prescinde del domicilio real e impone el legal. 

c) Domicilio convencional. - Es el que designa unn 

persona para el cumplimiento de determinada~ obligaciones, lo que 

entenderse en dos sentidos diferentes. El más frecuente se 

produce cuando el litigante señala, para efectos de 

notificaciones una rP.siclencia diferente de la propia, v.gr. la de 

sus abogados. En segundo lugar, hay un clomici lio convencional 

cuando en un contrato las partes se someten a la jurisdicción y 

competencia de un determinado sistema judicial, para la solución 

de cualquier conflicto que del contrato derive, a pesar de tener 

su domicilio y residencia en otra entidad. 
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Debe advertirse que esa segunda especie de domicilio 

convencional sólo tiene un valor relativo en materia laboral. En 

los términos del articulo 700 de la LFT el actor puede escoger 

corno Junta competente la del lugar de prestación de los servicios 

o, si se prestaron en varios lugares, cualquiera ele ellos; el 

lugar de la celebración del contrato o la ,Junta del domicilio del 

demandado (fracc. II), pero no en otro diferente de los 

nombrados. 

5. 4. - CLASES DE NO'rIFICACION. 

La clasificación de las notificaciones técnicamente 

tiene como base y criterio la importancia de la resolución que se 

manda hacer saber a las partes, asi pueden dividirse: 

a) Personales. A través de ellas se busca que el 

interesado conozca directamente una resolución o acuerdo de la 

Junta, precisamente en el domicilio señalado en autos para que en 

ese lugar se prc1ctique la diligencia correspondiente. 

b) Por estrados. En las Juntas donde hay Boletín 

Judicial las notificaciones se hacen mediante la transcripción 

del auto o de la resolución que se notifica, en una cédula que se 

fija en las puertas o local de las juntas correspondientes. 

e) Por Boletin Judicial. Es un medio de comunicación 
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(periódico) que se publica diariamente y que contiene la lista de 

los asuntos __ en los cuales se_ ~a dictado alguna resolución. 

d) Por edictos. cuando un litigante o parte ignora el 

domicilio de su contraria, sería injusto por ese hecho 

imposibilitarlo a decir sus derechos ante los tribunales; lo 

mismo sucede cuando se tratD. de personas inciertas (esto es usual 

en materia civil). Por ello el edicto es un medio de publicidad 

que permite hacer saber al interesado la existencia de algún 

juicio que puede afectarle y obliga al juez u ordcn;:ir se le 

notifique a costa del promoventc en los periódicos de mayor 

circulación, con el fin de no dejarlo en estado de indefensión. 

e) Por cédula. Se utiliza para notificar a personas que 

no son partes en el juicio, corno son los peritos y los testigos, 

el tribunal puede hacerlo personalmente o mediante cédula, es 

decir, transcribe el auto o resolución que se envia al interesado 

por conducto del actuario misma que se le entregará 

personalmente, recogiendo la firma del mismo para la constancia. 

Ahora bien, las notificaciones pueden hacerse de 

diversas maneras y la Ley Laboral autoriza que se hagan por 

estrados o, en su caso 1 mediante el boletín laboral o en forma 

personal. 

Es evidente que existe una jerarquía entre las dos 

formas de notificación y, en el mismo sentido, la Ley considera 
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que la notificación genérica es la que se_hace por estrados o por 

boletin , e~t~:eS, la· de menor trascendencia. En cambio, cuando 

se trata -de-resoluciones qué pOr su importancia deben sor dadas 

a conocer de manEfra .indu~itable, las notificaciones serán 

personales. 

La legislación laboral no deja a criterio de las juntas 

la forma de notificar y deja lista las que deben ser personales 

en una amplia relación. sin embargo, deja en cierto margen de 

discreción cudndo al final del la lista señalan que se harán 

también en forma personal las notiticacioncs, "en casos urgentes 

o cuando ocurran circunstancias especiales a juicio de la junta". 

El texto de la Lay es suticiontcrncnte explicito: 

Articulo 7-12.- Se har;:ln personalmente las 

notifícacioncs siguientes : 

I.- El emplazamiento a juicio y cuundo se tr~te del primer 

proveido que se dicte en el mismo; 

II. - El auto de rad ícación del ju icío que dí et en las Juntas 

de Conciliación y Arbítrujc de Jos expedientes que les 

remitan otras juntas; 

III.- La resolución en que lu junta se declare incompetente; 

lV. - El auto que recaiga ill recibir la sentencia de amparo; 

V. - La resolución que ordene la reunudación del 

procedimiento, cuya trnmitación estuviese interrumpida 
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o suspendida por cualquier causa leg~l; 

VI.-- El auto que cite absolver posic_iones; 

VI-I. - La resolución que deban conocer los terceros extraños 

al juicio¡ 

VIII.- El laudo; 

IX.- El auto que conceda término o señale fecha para que el 

trabajador sea reinstalado; 

X.- El auto por el que se ordena la reposición de 

actuaciones; 

XI.- En los casos a que se refiere el artículo 772 de la 

LFT; y 

XII. - En los casos ur9entes o cuando concurran 

circunstancias especiales a juicio de la Junta. 

El Articulo 772 a que hncc referencia la fracc. XI, se 

refiere a las situaciones en que habiendo transcurrido más de 

tres meses sin promoción alguna del trabajador, y siendo ésta 

necesaria, debe requerírsele para que la efectúa apercibiéndole 

de que, si no lo hace, podrá producirse la caducidad. 

5, 4 .1. - PROBLEMATICA DE LA FALTA DE SEÑALAMIENTO DEL DOMICILIO 

PAR1'ICULAR DEL TRABAJADOR PARA NOTIFICARLE 

Contemplando el número 771 de la Ley Federal del 

Trabajo el cuál dice : 11 Los Presidentes de las Juntas y los 
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auxiliares, cuidarán bajo su rnii.s estricta responsabilidad, que 

los juicios que ante ellos se tramiten no quedarán inactivos, 

proveyendo lo que conforme a la Ley corresponda hasta dictar 

Laudo, salvo disposición en contrario"; se infiere que la Ley 

impone una obligación a los Presidentes y auxiliares de las 

Juntas que consiste: en que bajo su más estricta responsabilidad, 

cuidarán que los juicios no queden inactivos. Por otra parte, el 

articulo 949- de la Ley Federal mencionada textualmente dice: 

"Siempre que en ejecución de un Laudo deba cntregnrse una suma de 

dinero o el cumplimiento de un derecho al trabajador, el 

presidente cuidara que se le otorgue personalmente. En caso de 

que la parte demandada radique fuero del lugnr de residencia de 

la Junta, se girará exhorto al presidente de la Junta de 

conciliación permanente, a 1 de la ,Tunt.:1 de Conci 1 iuc ión y 

Arbitraje o al ,Juez mil~.:, pró:-:imo a su doulici 1 io, pura que 

cumplimente la ejecución del laudo; !.>e Ucsprende tumbién la 

obligación par<.-t el Presidente clf' la Junta consistente en cuidar 

que se le otorgue personalmente al trabajador una suma de dinero 

o cumplimiento de un derecho. 

Ahorn bien, los Reformas procesalen de 1980, implantan 

el impulso procesal de oficio d curgo de los Presidentes y 

Auxiliares de la Junta, estableciendo: que cuando para continuar 

el trámite de un juicio inactivo que por cualquier causa, sea 

necesaria la promoción dc1 trabajador y que éste no lo haya 

efectuado dentro de un lapso de tres meses, el Presidente de la 

Junta deberá ordenar se le requiera para que la presente, 
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apercibiéndol.e que de no hacerlo, operará la caducidad a que se 

refiere el articulo 77.2 de la 'Ley Laboral. 

En el caso de que el trabajador esté patrocinado por un 

p:rOC·ur~·ér?~_·:~e,-_il:-abájo,'.la Junta notificará el acuerdo de que se 

traf_e._.~-·a ia- -=PiocuradUiiri de la Defensa del Trabajo paru los 

eféctos consiguientes, en éste caso, no debe de haber ningún 

problema para que se impulse el procedimiento. 

Pero el problema surge cuando el trabcJjador esté 

patrocinado por un particular, pues también e 1 articulo en 

cuestión dispone que se le hará saber a lu Procurr1durla el 

acuerdo, para el afecto de que intervenga ante 01 trabajador y le 

precise las consecuencias legales de la falta do promoción, asi 

como que le brinde asesoría lega 1 en cuso de que cd trabajador se 

le requiera. 

En la práctica diaria se presenta la situación de que 

al ser notificada la Procuradur ia, ésta s0 encuentra 

imposibilitada para intervenir ante el trabajador, ya que éste, 

desde su promoción inicial a señalado como domicilio para oír y 

recibir notificaciones el de un abogado particulélr y éste por 

múltiples causas, algunas no éticas, contesta diciendo ignorar el 

domicilio del trabajador actor, en cuyo caso, y aún 

desempeñándose con la más estricta responsabilidad, resulta 

imposible la continuación del procedimiento y el impulso procesal 

de oficio es irrealizable. 
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Lo mismo sucede cuando se quiere cumplir con el 

articulo 949 antes mencionado, o sea con la obligación del 

Presidente para poder personalmente entregar al trabajador una 

suma de dinero u otorgarle el cumplimiento de un derecho, yu que 

no se puede localizar a dicho trabajador por ignorar su domicilio 

particular. 

5. 4 • 2, - PROCEDIMIENTO DE NOTI FICACION PERSONAL. 

El legislador estableció cinco reglas básicas, a saber: 

a) La identificación del domicilio¡ 

b) La identificación de la persona físicu; 

e} Tratándose de persona moral, que la person<l que reciba 

la notificación sea un representante legal; 

d) El citatorio para que se espere el actuario, al dia 

siguiente, a una hora determinada, en caso de no estar 

presente el notificada en la primera oportunidad; y 

e) La práctica de la diligencia, en cualquier persona que 

estuviere presente o dejar instructivo fijado en la 

puerta, con copia de la resolución, "si en casa o local 

designado para hacer líl notificación se negaré el 

interesado, su representante o la persona con quien 

atienda la diligencia, a recibir la notificación11
• 

Estos mecanismos suponen, fundamentalmente dos 
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exigencias principales : _qll:e el actuai:;io se cerciore de la 

identidad del domicilio y de, la persona y que, tratándose de 

personas morales también __ se ,cerc_::iore de que, quien recibe la 

notificación en la primera visita, es el representante legal. 

La exigencia de certeza no se puede cumplir sólo de 

manera formal. Es necesario que el actuario diga, no sólo que se 

cercioró, sino porque se cercioró de mLlnera que la Junta pueda 

quedar convencida rlc que la notificilción se efectúo bien. 

La certeza de que lo persond con quién se entendió L1 

diligencia, es un representante legill no puede tampoco obtenerse 

de manera formal, por la simple palabra del actuario, sino que es 

necesario que el actua~io llegue al conocimiento, expresando en 

la constancia las ruzonc.s 1 de que esa pcrsonu tenia facultades 

suficientes para representar <ll notificado. 

Continúa mencionando el precepto de la Ley Laboral: 

"Las ulteriores notificaciones personales se harán personalmente 

al actor o a su representante, el mismo dia en que se dicte la 

resolución, si acude al local de la Junta. En caso contrario, se 

efectuarán en el domicilio que hubiese señalado. Si no se hallaré 

presente, sin dejar citatorio previo, se hará la notificación con 

la persona que la reciba, dejando una copia de la resolución, 

autorizada por el actuario. Si la casa o local está cerrado 

dispone el articulo 744-- se fijará la copia en la puerta de la 

entrada o en el lugar de trabajo". 
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El actuario de la Junta extiende una cédula de 

notificación que es el documento por medio del cuál se hace 

constar la entrega de las copias de la resolución que deba 

hacerse llegar al sujeto notificado, La Ley fija rigurosamente su 

contenido señalado que debe contener 

a) Lugar, dla y hora en que se practique la 

notificación; 

b} El número de expediente; 

e) El nombre de las partes 

d) El nombre y domicilio de la personn o personas que 

deban ser notificadas; y 

e) Copia autorizada de la resolución que se anexará 

n la cédula. 

5.4.J.- ESTRATOS Y BOLETIN. 

Entre las diversas acepciones de la palabra "estrado", 

el Diccionario de la Real Academia incluye la siguiente : "Paraje 

del edificio en que se administra la justicia donde en ocasiones 

se f ijun para conocimientos públicos 1 los edictos de 

notificación, citación o emplazamiento a interesados que no 

tienen representación en los autos 11
• 

Debe advertirse de que los estrados son los son 

independientemente de que los interesados tengan o no 
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representante, la definición anterior expresa, al menos, la idea 

de sitio en que materialmente se publican las listas de los 

proveidos dictados por los tribunales para que surtan efectos 

frente a los interesados. 

Suelen consistir los estrados en un simple tablón de 

anuncios en que se fijan las 1 is tas de (}cuerdos. Es tus deben ser 

autorizadas por el secretario de acuerdos y selladas en su fecha 

y contendrán la fecha, el número de expediente y los nombres de 

las partes en los juicios de que se trLltC. 

La idea de publicar en los estrados las listas de 

acuerdos responde ill concepto de que los litigantes deben estar 

pendientes de los acuerdos que se dictan en los asuntos que 

tramitan. El problema es que, no obstante la naturalezd dinámica 

del proceso laboral que sigue etapas, en mucha ocasiones las 

actuaciones se suspenden y las juntas se reservan dictar los 

acuerdos respectivos. A veces resulta necesaria la promoción de 

parte v.gr., cuando está pendiente un exhorto o se espera la 

recepción de informes de cualquier autoridad, tanto para insistir 

ante la autoridad exhortada mediante oficio que le envie la 

exhortante, como para solicitar una ulterior actuación, cuando el 

exhorto es devuelto. si no se trata de un acuerdo, que exija la 

notificación personal, ésta se hace por conducto de los estrados, 

los litigantes tendrán que vigilar su publicación. 

A partir de la reforma procesal de 1980, se instauró la 



139 

publicación de los acuerdos en un boletín laboral. A ese of.ecto, 

en el artic~lo 745 se dispuso que : ''El pleno de las Juntas 

-Federal y Locales de Conciliación y Arbitraje, podrá acordar la 

publicación de un boletín que contenga la lista de las 

notificaciones que no sean personales 11 

En el articulo 746 se indicó, estableciendo unu especie 

de prelación, que de no publicarse bol.ctln, lus notificuciones se 

harian en los estrados de las Juntas. 

La publicación de los boletines facilitan enormemente 

el conocimiento por los litigantes de los acuerdos que se dictan 

en cada expediente. 

La Ley indica que el Secretario haríl constar el'\ autos 

la fecha de la publicación respectiva, y fijará diariamente el 

lugar visible del local de la Junta, un ejemplar del boletin 

laboral, o en su caso, lus listas de las notificaciones por 

estrados como los boletines para resolver cualquier cuestión que 

se suscite sobre la omisión de alguna publicación. 

Como se mencionó con anterioridad, las listas de 

notificaciones deberán ser autorizadas y selladas en su fecha por 

el Secretario. La publicación de las notificaciones contendrá la 

fecha, el número del expediente y las nombres de las partes de 
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los juicios de .que s~ t~ate. 

5.4.4.- EFECTOS DE, LAS NOTIFICACIONES 

En el lenguaje de la curia laboral, que en esto sigue 

casi al pie de la letra las expresiones de otros derechos 

procesales más antiguos, la expresión: "surtirán sus efectos las 

notificaciones", quiere significar que tendrán validez fl. partir 

de determinado momento. 

La Ley fija dos detcrminndos momentos: 

a) Cuando se trate de notificaciones person~les, el día 

y hora en que se practiquen 11 contá11dose Ue momento a momento, 

cualquiera que sea la hora en que se hu.ya hecho la notificación, 

salvo a disposición en contrario en la Ley ... Art. 747-1. 

b) Las demás, quiere decir, las hechas por estrados o 

por boletin, al dia siguiente de su publicación , art.747-II. 

Esos matices son importantes. Si se trata, v.gr., de la 

citación para una prueba confesional, la determinación de la hora 

en que la notificación fue hecha resulta importante en relación 

a la hora en que debe verificarse, aJ día siguiente, la 

diligencia de que se trate. Tratándose de publicaciones de 

estrados o por boletin, no importa la hora. Surtirán sus efectos 
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al concluir el día y a partir de ése momento, deberán computarse 

las horas o días que deban transcurrir entre las notificaciones 

y la diligencia respectiva. 

Precisamente el artículo 748 de la Ley Laboral dispone 

que: "Las notificaciones deberán hacerse en horas hábiles con una 

anticipación de veinticuatro horas, por lo menos, del día y hora 

en que deba efectuarse la diligenci.:i, salvo disposición en 

centrar io de lu Ley". 

Las noti(icacioncs pueden hacerse directamente al 

interesado o a la persona autorizada por éste y en ambos casos 

surtirán los mismos efectos. 

El artículo 750 de la Ley Federal del Trabajo 

establece: "Las notificaciones, citaciones o emplazamientos, 

deberán realizarse dentro de la cinco días siguientes a su fecha, 

salvo cuando expresamente en la Lesolución o en la Ley exista 

disposición en contLario 11 • 
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Al ig~~l que_:el )~om_~re, el clomicilio es un atributo que 

sirve para identificar al persona, contribuyendo a darle 

identidad- juridica al individuo, facilitando al mismo tiempo su 

localización. 

La preocupación legal por el domicilio, emparcntuda de 

cerca con la de la notificación, obedece a dos razones 

principales. La primera atiende a la exigencia Constitucional de 

satisfacer la garantía de audier.cia, es decir que nadie puede ser 

vencido en juicio sin haber sido oido previamente. La segunda, 

a la absoluta conveniencia que mediante la ausencia física del 

demandado, este no puede ser notificado. Como se puede apreciar 

en la Legislación Laboral vigente, bastará identificar el 

domicilio (residencia), aunque el demandado no se encuentre en 

ella, para que se atienda debidamente emplazado a juicio. De no 

ser asi, seria muy fácil eludir las responsabilidades derivadas 

del incumplimiento de las normas. 

Las reformas Procesales que se introdujeron en el año 

de 1980, traen como consecuencia grandes cambios dentro del 

sistema jurídico Lc'.lboral, solucionan por así decirlo, los 

problemas de la clase débil o trabajadora, de una manera 

politica, ya que históricamente se ha visto que nuestra 
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Constitución es una de las que más modificaciones ha tenido a lo 

largo de su historia, y no siempre esos cambios han sido para 

bien, hay reformas que nuestro legisladores en un afán de 

sobreproteger a los gobernados legislan de una manera no muy 

clara y práctica, con las consecuencias lógicas de que existen 

multiplicidad de opiniones o criterios de acuerdo al cristal de 

quien lo mira. 

Las reformas de las cuáles comentarnos anteriormente, 

implantan el impulso procesal del oficio a cargo de Presidentes 

y Auxiliares de las Juntas, en el que éstos funcionarios, al ver 

la necesidad de realizar alguna promoción de parte del trabajador 

y que éste no la haya efectuildo dentro del lapso que marca la Ley 

Labora, se le apercibe de que de no hacerlo, operar5 l~ 

caducidad. 

Ahora bien, en el caso de que el trabajador esté 

patrocinado por un procurador del trnbajo, la Junta debe 

notificar el acuerdo de que se trate a la Procuraduría de la 

Defensa del Trabajo pnra que realice las gestiones necesarias 

para los efectos consiguientes, en éste caso no debe existir 

ningún problema para que se impulse el procedimiento. 

Pero el problema surge cuando el Trabajador está 

patrocinado por un Abogado Particular, pues la Ley Laboral en 

cuestión dispone que se le hará saber a la Procuraduría del 

acuerdo para que pueda intervenir ante el trabajador, pero en la 
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práctica diaria se presenta la situación de que al ser notificada 

la Procuraduría, ésta se encuentra imposibilitada p,;ira poder 

intervenir ante el trabajador, ya que éste desde su promoción 

inicial, ha señalado como domicilio para oír y recibir toda clase 

de notificaciones el de un Abogado particular y éste por 

múltiples causas, contesta diciendo .ignorar o simplemente 

desconocer el domicilio del trabajador uctor 1 en cuyo caso y aún 

desempeñándose con la más estricta rcsponsnbilidad, resulta 

imposible la continuación del procedimiento y por ende, el 

impulso procesal de oficio es irrealizable ante este entuerto. 

El mismo problema referente al domicilio del trabajador 

se presenta cuando el Presidente de la Junta tiene la Obligación 

de entregar al trabajador en forma personal de una Suma de dinero 

o el otorgamiento del cumplimiento de un Derecho, ya que no es 

posible localizar a dicho trabajador por ignorar su domicilio 

particular. Aunque sin embargo, esta obligación se puede realizar 

con el Representante legal del trabajador, es más conveniente y 

seguro para el trabajador llevarse a cabo en forma directa y 

personal con el mismo. 

otro aspecto también de relevancia importante es el de 

la figura Juridica del desistimiento de la acción, ya que en 

muchas ocasiones se presenta la situación en las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje concerniente a que el apoderado 

particular del trabajador actor, conduciéndose por algunas causas 

no éticas, presenta ante la Junta un escrito de desistimiento de 
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la acción por el trabajador, y la Junta lo tiene que admitir sin 

poder corroborar si es· .en realidad la intención del trabajador 

actor renunciar o continuar con el juicio; al no contar la Junta 

con el domicilio partícula~ del ~rabajador actor. 

Es por ello, que deben hacerse ciertas adiciones a la 

Legislación Laboral en vigor, aún más que la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, ha dado una singular 

importancia al concepto de domicilio, elevando u rango de 

garantia constitucional el der8cho de la persona a su domicilio, 

encuadrándola dentro del principio de legalidad. 

Lamentablemente, unu pr<ict ica procesa 1 en 1 as Juntas ha 

sido admitir que se señalen como domicilio "Los estrados de lu 

Junta". En rigor, no se trata de un domicilio, sino de la simple 

afirmación de que se ñdmitc de antemano lo validez de cualquier 

notificación que, debienclo ser personal, se publique en los 

estrados o en el boletín laboral, perjudican hasta cierto punto 

los intereses de la clase trabajadora. 

lo. - En conclusión, y para cfccto5 prácticos, es importante 

mencionar, que en función de precisar las consecuencias jurídicas 

del domicilio desde un punto de vista genérico, se pueden 

concretar en mencionar que Determina el lugar para recibir 

comunicaciones, interpelaciones, y notificaciones en general. 

20, - En lo concerniente a la Ley Federal del ·rrubajo en Vigor, 
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debe adicionarse el articulo 739 de la Ley en mención, en el 

sentido de que el 'l'rabajador deberá señalar, además del domicilio 

para recibir notificaciones, su <loraicilio particular. o sea, el 

lugar donde vive o habita, para estar en posibilidades de hacer 

efectiva la obligación impuesta por el artículo 771 de la Ley 

Labora y así hacer efectivo el capítulo once de la propia Ley. 

También para poder cumplir efectivamente con el artículo 949. 

Jo.- El artículo adicionado deberá decir : Las partes, en su 

primera cornparct:encLJ o escrito, dcbc>r{m señalar domicilio dentro 

del lugar de residencia de la Junta para recibir notificaciones; 

el trabajador también deberá sefinlar su domicilio particular, o 

sea, el lugar donde vive o habita; si no lo hacen, las 

notificaciones personales se harán por bolctin o por estrados, 

según el caso, en los términos previstos por la Ley. 
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